Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 22 minutos) 


La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión da la bienvenida a la señora Ministra de Desarrollo Social, al señor Subsecretario 
del Ministerio de Economía y Finanzas y a sus asesores, quienes han sido convocados por resolución de nuestra Comisión, en 
virtud del envío del Mensaje y proyecto de ley -con carácter de grave y urgente consideración- del Poder Ejecutivo titulado Plan de 
Atención Nacional de la Emergencia Social. Esta Comisión entendió necesaria la presentación de este tema y el contacto con 
ambos Ministerios por lo cual, entonces, le cedemos el uso de la palabra a la Ministra de Desarrollo Social e Inclusión, señora 
Marina Arismendi. 


SEÑORA MINISTRA.- Muy buenas tardes y gracias por la invitación. 


Antes que nada quería decirles que no me voy a separar más de esta Casa, en parte porque no quiero y también porque no me 
dejan. Seguramente van a ser muchas las instancias que vamos a tener porque para nosotros, tanto el Plan de Emergencia como 
todas las tareas del Ministerio de Desarrollo Social recién creado necesitan de una serie de herramientas de tipo legal que vamos a 
ir requiriendo en el transcurso del tiempo. Algunos casos -y los señores Senadores lo van a saber por medio de este proyecto de 
ley- los hemos puesto en consideración y se han aprobado. Sin embargo, me dicen que todavía no llegó el sustitutivo donde 
nosotros buscamos ese delicado equilibrio entre lo que queremos hacer y lo que proponemos los que no somos abogados y lo que 
luego nos aconsejan, no nuestros asesores sino los de la Presidencia de la República. Así, no siempre hay una misma forma de ver 
las cosas, entre otros motivos, porque los asesores de la Presidencia no tienen por qué conocer tan en profundidad como nosotros 
qué es lo que necesitamos para el Plan de Emergencia. 


En síntesis, lo que hace este proyecto de ley lo habíamos comentado cuando discutimos la creación de nuestro Ministerio en el 
sentido de que éramos de la opinión de que el ingreso ciudadano -como recordarán que nosotros explicábamos- es monetario. 


Pero, al mismo tiempo, no es una prestación. Nosotros no hablamos de prestación -que es el término que usa el Banco de 
Previsión Social- sino de ingreso al Plan. Todos los componentes del Plan -con excepción del trabajo por Uruguay, que sí es 
contradictorio con el ingreso ciudadano- entran a jugar simultáneamente en torno a estos temas que debe atacar el Plan de 
Emergencia Social para erradicar la emergencia social. 


Cuando se creó el Ministerio —hoy explicábamos que estábamos convencidos de que es así y nos lo constataron nuestras asesoras 
jurídicas, las doctoras Ibarra y Fasanello- nosotros necesitábamos trabajo para poder pagar el ingreso ciudadano y para poder 
hacer que el Banco de Previsión Social pague -quiere hacerlo— la llamada "prestación" como le dicen ellos o "ingreso ciudadano" 
como lo llamamos nosotros. De todas maneras, para que Economía dé la orden y deposite o haga la transferencia para poder 
pagar el ingreso ciudadano, se precisa una ley. 


Ahora bien, a nosotros nos importaba mucho que se entendiera que esto está íntimamente relacionado con el Plan Alimentario 
Nacional, con el Programa de Asistencia Sanitaria, con el de educación en sentido crítico, con el de empleo transitorio -que, como 
recordarán, nosotros decíamos que son trabajos durante cuatro meses con una remuneración mayor que sea más atractiva desde 
el punto de vista monetario, pero que a la vez tenga horario, aprendizaje de un oficio, recalificación dependiendo de la persona con 
la cual estemos trabajando- y, sea cual sea el otro protagonista del Plan, con el de asentamientos precarios y de alojamiento a las 
personas en situación de calle. 


A su vez, es importante que se entienda —sé que a nivel de la opinión pública no es sencillo explicarlo, pero acá es fácil hacerlo- 
que nosotros tomamos como niveles de pobreza y de indigencia —lo habíamos dicho y lo repetimos ahora a la luz de los nuevos 
datos del Instituto Nacional de Estadística- lo que el INE había elaborado hasta el año 2003 y un estudio realizado por la Facultad 
de Ciencias Económicas a nuestra solicitud en el cual dicha Facultad cruza los datos de la Encuesta Continua de Hogares con un 
trabajo realizado por Primaria sobre la talla y el peso de los niños, que da un determinado índice que tiene que ver con el estado de 
nutrición o desnutrición en que se encuentran. 


Eso nos dio una territorialización y nos mostró aquellos lugares -fundamentalmente en la primera etapa- que están más alejados 
de una carretera, de un camino y, por supuesto, de las ventanillas del Banco de Previsión Social, que fueron los primeros lugares a 
los que se fue y en los que se hizo lo que nosotros llamamos "el desembarco". 


Concretamente, consiste en tomar esa población y, como dicen los cientistas sociales -hemos ido incorporando lenguaje de 
distintas profesiones- peinar toda esa zona, de la cual, tal como preveíamos, el grueso es para el Plan de Emergencia. Pero 
también hay situaciones en donde la propia gente nos decía —es una cosa muy linda-: "No, mire, yo estoy trabajando, tengo una 
changa. Vaya a la casa de al lado porque están peor". En ese sentido hay toda una actitud muy importante que queremos tener en 
cuenta. En esas poblaciones, en donde casi 10.000 personas fueron inscriptas y verificadas simultáneamente, no hay nada; es 
decir, ahí hay que dar atención de salud, complemento nutricional y las condiciones para poder concurrir al centro escolar o de 
enseñanza media. Por ejemplo, ayer en Zapicán distintas poblaciones nos planteaban algo que ya se nos había trasmitido aquí 
mismo: me refiero al boleto estudiantil, tema que también nos han trasladado los Intendentes. Precisamente, hay poblaciones en 
donde debemos resolver el tema de la locomoción, porque ni siquiera la tienen para llegar a una ruta y acceder a un ómnibus — 
también habría que subvencionarlo- para luego llegar a un centro de estudio. Por lo tanto, el compromiso que adquiere quien cobra 


el ingreso ciudadano, en el sentido de asistir al control de la policlínica del primer nivel, de que si hay niños concurran a la escuela, 
no podrá cumplirse si no les damos las herramientas necesarias. O sea que eso nos plantea una serie de desafíos. 


En ese sentido, tomamos la definición del ingreso ciudadano a partir de valores como un parámetro objetivo, pues a ojo no 
podíamos decir: "Me parece que la cifra es más o menos tal". No se trata de que nos guste mucho, pero tomamos —como ya lo 
habíamos dicho cuando hablamos en oportunidad de considerar el proyecto de ley para la creación Del Ministerio, aunque lo vamos 
a repetir hoy que estamos abordando el tema en concreto- como parámetro la base de prestaciones y contribuciones que crea el 
artículo 2% de la Ley N* 17.856, del 20 de diciembre de 2004. Como todos recordamos -además, participamos en su votación- se 
sustituye lo que se tomaba como parámetro de medida o referencia de las distintas prestaciones, es decir, el Salario Mínimo 
Nacional y, entonces, se forma la BPC, o sea, la Base de Prestaciones y Contribuciones. A su vez, cuando tomamos las 
condiciones de vida, hablamos de la Canasta Básica Alimentaria por cabeza. 


En el último informe del INE —al cual accedí el jueves de noche- sobre las estimaciones de pobreza por el método del ingreso, por 
un lado se toman los parámetros de la CEPAL y, por otro, los del propio Instituto Nacional de Estadística. Allí se toma la Canasta 
Básica Alimentaria, que está en $ 1.117 por cabeza en Montevideo, y en alrededor de $ 800 en el interior. Insisto en que se trata del 
último informe preliminar, aunque sabido es que esto luego se va a ir profundizando. En función de ello, el propio INE, cuando habla 
de la incidencia de la pobreza según el año de la encuesta y el grupo de referencia, hace la estimación-persona para 2003. Cabe 
aclarar que siempre estamos hablando de poblaciones mayores a 5.000 habitantes. Hemos insistido en que ese método para 
nosotros es una referencia simplemente, porque no contempla lo que hemos visto con nuestros propios ojos o lo que se ha hecho 
con el formulario que se llena y que hoy voy a dejar —rayado para que no puedan usarlo, pero sí para que lo vean- porque la última 
vez que concurrí a Comisión aún no era Ministra y no podía disponer de un documento público para los señores Senadores. 


Concretamente, en el tema pobreza, los datos nos indican que del año 2003 al 2004 ha subido. Se dice: "2% en pobreza reciente". 
Los números de personas pobres o de personas indigentes son 73.300 en 2003 y, en 2004, 108.200. Estamos hablando siempre, 
como se señala aquí, de Montevideo y del resto del país urbano. 


Con respecto a los niños y niñas menores de 6 años, en 2003 teníamos -son las cifras con las que nos hemos movido hasta ahora- 
16.400 y, en 2004, 20.300; de 6 a 12 años, en 2003, 15.800, y 25.800 en 2004; y, por último, de 13 a 17 años, en 2003, 9.400, y en 
2004, 14.300. Estamos hablando de un año de crecimiento; mejor dicho, de un año en el que el Gobierno que se fue y el que entró 
dicen que hubo crecimiento económico. Sin embargo, lo que también hubo es profundización de la pobreza y de la exclusión. A 
modo de ejemplo -no quiero ser larga ni anecdótica- les puedo decir que la exclusión se expresa de muchas maneras, y una de 
ellas es que en una población muy cercana a Montevideo, a pocos kilómetros, la gente no sabe que cambió el Gobierno, o el caso 
de estudiantes universitarios que vieron vomitar lombrices vivas en uno de los lugares en que estaban haciendo verificaciones. 
Creo que eso, como seres humanos y como profesionales del futuro, va a ser una marca muy importante que seguramente los hará 
mejores personas. 


La tarea que tenemos es eliminar esa emergencia y frenar la caída, porque esto es lo que dicen el Plan y la creación del Ministerio. 
Hablamos de una caída que continuó profundizándose, ya que las cifras con las que trabajamos -inclusive, cuando se planteó la 
creación del Ministerio- nos muestran que seguimos cayendo. Decíamos que tenemos la obligación de frenar la caída y de sacar de 
la emergencia a los compatriotas que se encuentran en esta situación. 


Decimos, por lo tanto, que no incluimos a la Asignación Familiar para el cómputo de los ingresos. Ustedes saben —porque me han 
oído decirlo muchas veces; sé que es un debate abierto- que la Asignación es un derecho de los niños y de las niñas. En 
consecuencia, no lo sumaría para ninguna cosa - insisto, no quiero abrir la discusión ahora- no lo tendría en cuenta ni aun en las 
familias que ganan bien. En fin, no voy a entrar en una discusión que es más bien filosófica; pero el tema es que no se cuenta 
dentro de los ingresos del hogar. Tampoco se cuentan las pensiones por invalidez o vejez, ni otra prestación. 


Entonces, estamos hablando de qué plato tienen para poner encima de la mesa en cada casa; eso es lo que estamos midiendo, es 
decir, la famosa CBA: Canasta Básica Alimentaria. O sea que de esa manera medimos el ingreso. 


Desde otro ángulo, como verán, se está midiendo el tipo de vivienda, el material predominante en los techos, en los pisos, en las 
paredes, el estado de conservación, estado de terminación, qué tipo de nivel educativo tiene la persona, si recibe canasta de 
alimentos. Aclaro —para que quede en la versión taquigráfica- lo que hemos dicho en tantos lados, en el sentido de que el que tiene 
derecho a la canasta, tiene canasta y puede retirarla, puesto que se ha difundido en muchos lados —sin mala intención, pero sí 
equivocadamente- que la gente no debe retirar la canasta porque de lo contrario no la van a aceptar en el Plan de Emergencia. Eso 
es absolutamente falso y, por lo tanto, quien tiene derecho a la canasta, que vaya a retirarla, porque eso no tiene nada que ver para 
lo que ocurra luego. 


Es algo que preguntamos porque la canasta típica no tiene los niveles nutricionales requeridos y porque en el caso de los niños, 
niñas y adolescentes, o señoras y adolescentes embarazadas, lo que hay que complementar de nutrición no se determina "in 
totum", sino en la órbita del primer nivel de atención, en el control permanente. A algunos les puede faltar hierro, a otros calcio y 
quizás a alguno le falte todo. Pero también, en ese sentido, el complemento nutricional tiene que ver con el estado de esa familia y 
de esa persona. 


Por otro lado, el proyecto menciona claramente lo que llamamos F1, es decir, la primera hoja del formulario, numerada, que se llena 
en la ventanilla del Banco de Previsión Social. Hemos visto que esa hoja circula en la red y aclaro que las fotocopias y otras cosas 
que se están repartiendo por ahí no tienen ningún valor. No es el Banco el encargado de verificar, sino que él nos envía el F1. 
Luego se va a aplicar el formulario de visita completo y en el lugar se va a verificar no sólo la declaración jurada sino que se verá 
qué otros problemas hay en el hogar, que la sola declaración de ingresos no pone de manifiesto. Si bien no se pregunta por 
violencia doméstica, es algo que surge claramente en la entrevista, porque hay señoras que salen corriendo a la media hora de 
llenado el formulario y dicen: "Mire que él se anotó como jefe del hogar, pero si el dinero va para él y si él es el jefe del hogar ante 
el Plan, los chiquilines no van a recibir nada". Hay otro temas que también surgen en el intercambio de la entrevista, pero que no se 
preguntan directamente. 


Por otra parte, vamos a controlar la situación no para quitar -no es ese el objetivo- al que no cumple, sino para que se cumpla con 
los compromisos mutuos. El objetivo es reescolarizar y reinsertar en la enseñanza media. 


Si bien no tiene que ver estrictamente con el Plan, quisiera rendir cuentas a esta Comisión sobre un convenio que hemos firmado. 
Como ustedes saben, había un programa En Familia que supo tener U$S 100:000.000, de un préstamo del BID que ya estamos 
pagando, de los que resta dentro algo más de U$S 30:000.000. Recuerdo que los compañeros del Ministerio de Economía y 
Finanzas dicen que una cosa es disponer de los fondos y otra poder gastarlos. Por lo tanto, hubo que discutir bastante para gastar 
ese dinero. Lo primero que se hizo fue, entonces, firmar un convenio con el CODICEN de la ANEP y con el Ministerio de Turismo y 
Deporte para llamar a concurso a los profesores de Educación Física. Aspiro que entre las primeras doscientas, esté una escuela 
de tiempo completo. Digo que aspiro porque pienso —como todos ustedes ya saben- que todas —como afirmé en la conferencia de 
prensa en oportunidad de firmar el convenio- son escuelas en contexto crítico. Se puede decir que lo son todas menos algunas, y 
aun dentro de esas algunas hay contextos críticos en los núcleos familiares. Por lo tanto, todas las escuelas tendrían que tener 
profesor de Educación Física y maestro comunitario, recreación, etcétera. Estamos caminando en ese sentido y tratando de 
transparentar lo más posible la cuestión de los nombramientos, pese a los límites que los organismos internacionales nos imponen. 


En el caso de los maestros, partimos de la base de que hay maestros concursantes que no accedieron a un cargo porque no hay 
cargos, pero que concursaron y tienen derecho a obtenerlo. En consecuencia, esa lista de concursantes es un buen lugar para que 
surjan los maestros para estas escuelas y no porque el dedo de alguien determinó que fueran ellos los designados y no otros. 


Dentro del tema del ingreso ciudadano, nosotros habíamos planteado un asunto que, obviamente, no está dentro del proyecto de 
ley pero de igual manera queremos participar de él a la Comisión. Cuando hablamos en Sala de la creación del Ministerio contamos 
que al recorrer el país nos encontramos con que había un tema que no estaba en el Plan de Emergencia y, si no lo atacábamos de 
manera global, ese hogar no salía de la emergencia, o sea, de los consumos en general y de la pasta base en particular. La gente 
nos enseñó que podíamos tomar todas las medidas con respecto a un hogar, pero si ese tema no era abordado, dicho hogar no 
salía de la emergencia. 


Como ustedes saben, se reunió la Junta Nacional contra la Droga, que es un organismo multidisciplinario donde se definió atacar 
este problema desde cada uno de los Ministerios, ya que ellos están incorporados a este tema y tienen una tarea a cumplir. 
Nosotros participamos también con nuestra Subsecretaria, ya que es miembro de dicha Junta, junto con los Ministerios de Salud 
Pública, del Interior y de Economía y Finanzas. Es decir que hay distintos ángulos desde donde abordar este tema y nosotros nos 
habíamos autocomprometido con que este tema tenía que estar puesto sobre la mesa porque era uno de los que no figuraba en los 
componentes del Plan, ya que nos dimos cuenta de que no íbamos a resolver el problema de fondo si no atacábamos al mismo 
tiempo este tema, puesto que se trata de un asunto relacionado con la transversalidad del Estado. Estamos trabajando en ello 
hasta el momento, tenemos avances en cosas que hemos hecho en común, en otras todavía estamos planificando en común y hay 
distintos Ministerios que tienen diversas tareas. El Plan Alimentario nacional lo estamos trabajando junto con el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social; el de Emergencia Sanitaria, por cierto, lo diseñamos juntos pero la tarea la lleva adelante el Ministerio 
de Salud Pública; el de Educación en contextos críticos, por la autonomía que tiene el Ente, por el contenido y el diseño desde el 
punto de vista curricular, la parte técnica es potestad exclusiva de la ANEP. Lo que hace el Convenio es que el Ministerio de 
Turismo y Deporte aporta lo relativo a la Educación Física y a la recreación, porque no son solamente clases. Nosotros, desde el 
programa INFAMILIA tenemos todo el proceso de selección de concursos de los profesores de Educación Física, también en 
conjunto con la ANEP. 


Con respecto al ingreso de los formularios y a las visitas que asistimos, podemos decir lo siguiente. Nosotros realizamos 
desembarcos en las poblaciones que inscribimos y verificamos los datos a través de la visita al hogar. En estos últimos cinco días 
ya se comenzó a visitar a quienes se anotaron a través del Banco de Previsión Social. En el caso de Montevideo, las rutas de las 
direcciones de los interesados la realizó el Correo Nacional pero, en el interior del país todavía no hemos logrado aceitar al Estado 
para que trabaje en forma conjunta; es claro que luego de trabajar durante tanto tiempo por separado, no es fácil lograrlo. Los 
ruteros le hacen al cartero el camino para que en poco tiempo el cartero reparta las cartas. Esa habilidad que tiene el Correo nos 
sirvió para que se tomaran las direcciones y los nombres y se armara una ruta rápida para verificar, en el menor tiempo posible, la 
mayor cantidad de personas que se han inscripto en el Banco de Previsión Social. 


Pido disculpas a la señora Presidenta por la extensión de mi exposición. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Damos las gracias a la señora Ministra por el aporte realizado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Antes de comenzar quisiera aclarar que ojalá quien 
habla pudiera pagar quince planes como éste pero, en realidad, el esfuerzo va a ser de la sociedad. Seguramente, muchas 
demandas legítimas se van a tener que encarar con cautela a la luz de atender lo que este Gobierno ha definido como su prioridad 
número uno: el Plan de Emergencia Social. En ese sentido, el Ministerio de Economía y Finanzas está manejando las cuentas 
fiscales con el cuidado y el rigor que merecen a efectos de garantizar que el Plan de Emergencia tenga el respaldo financiero que 
necesita en función de los parámetros que se han acordado en el terreno político. 


Cabe aclarar que nosotros hemos trabajado en el proyecto de ley que se nos ha enviado y todavía no contamos con el sustitutivo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa aclara que tampoco ha sido enviado al Parlamento. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS.-Por lo que ha adelantado la señora Ministra, además 
de estar más prolijo, el proyecto sustitutivo aclara algunos puntos a los que nosotros nos íbamos a referir. Por ejemplo, el proyecto 
de ley hace referencia a que el programa de ingreso ciudadano va a estar cobijado por el programa general de PANES. Nosotros 
contamos con la información necesaria y tenemos el tema bastante claro, pero entendíamos que el articulado original no lo recogía 
en forma razonable. 


Nos vamos a remitir a hacer algunos comentarios que entendemos pertinente efectuar, a efectos de tener, desde la planificación 
financiera y desde el trabajo que debe realizar el Ministerio de Economía y Finanzas, mayores certezas y un panorama más claro 
de lo que van a ser las responsabilidades financieras. En ese sentido, esa va a ser la tónica de los comentarios sobre el proyecto 
de ley que tenemos a nuestra disposición. Se trata de dejar más especificados algunos parámetros para que nuestra Cartera tenga 
más certezas y un panorama más claro sobre los requerimientos financieros del proceso. No es nuestra intención involucrarnos en 
el diseño específico de las políticas sociales, aspecto que corresponde al Ministerio de Desarrollo Social. 


Con respecto al artículo 2* del proyecto de ley original —cuya redacción observamos que se cambia y mejora en el proyecto de ley 
sustitutivo- entendemos que si bien hay una facultad hacia el Poder Ejecutivo y que por lógica, dada la temática, el organismo 
natural al que se va a delegar el asunto es al Ministerio de Desarrollo Social, quizás no estaría de más hacer explícita la 
competencia de coordinación de esta Cartera. Consideramos que explicitar la competencia del Ministerio ayudaría luego a la 
definición de responsabilidades. 


En el artículo 3% del proyecto que fue enviado se mencionan aspectos técnicos que hacen, justamente, a la previsión que debemos 
tener desde el punto de vista financiero. 


Obviamente que en todo este paquete hablamos de hogares y, de alguna manera, la realidad ha llevado a que ese concepto sea 
más o menos difuso, es decir, dónde empieza y dónde termina un hogar. A los efectos de la determinación de parámetros, uno tiene 
que tener una definición que, por lógica, va a ser arbitraria. No sabemos si esa definición de hogar va a estar dada, por ejemplo, 
por los parámetros que maneja el INE. En consecuencia, creo que sería conveniente que eso quede especificado porque la 
realidad es más rica que esa definición de hogar, pero a la hora de fijar parámetros debemos tener elementos lo más objetivos 
posibles. 


Lo mismo sucede con el tema de los ingresos por todo concepto. Por lo tanto, nos gustaría que se explicitara si se incluyen los 
ingresos en especie. Por ejemplo, tal como decía la señora Ministra, está claro que nadie va a perder su canasta del INDA si se 
integra o no al Plan de Emergencia. Pero el valor de dicha canasta, ¿está comprendido dentro de los ingresos que se computan 
para ver si alguien entra o no al Plan de Emergencia? Entonces, que se defina una cosa o la otra en ese sentido, no es algo que 
debamos resolver nosotros pero sí debe estar especificado para evitar situaciones confusas con la gente. 


En el artículo 4%, tal como estaba redactado, existía una mezcla de quiénes son los solicitantes y cuáles son los procedimientos. 
Creemos que tiene que haber una mejora de redacción para que quede claro que los solicitantes pueden ser los mayores de edad 
en los hogares- o las mujeres menores embarazadas o con hijos, etcétera. 


SEÑORA MINISTRA.- Con niños y niñas a cargo; no tienen por qué ser hijos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Por lo tanto, por un lado están los solicitantes 
potenciales, que son mayores o mujeres en esta situación y, aparte, los procedimientos a través de solicitudes ante el Banco de 
Previsión Social u otras condiciones que instrumente el Poder Ejecutivo. Reitero, tal como está redactado este artículo, que se 
mezclan los solicitantes y los procedimientos. 


En el artículo 5% creemos que también se debería explicitar la responsabilidad o la competencia del Ministerio de Desarrollo Social 
en términos de la definición de contrapartidas. ¿Por qué? Porque hay un elemento muy genérico de contrapartida y, seguramente, 
cada caso requerirá la definición correspondiente de contrapartidas, es decir que no se le va a pedir lo mismo a todo el mundo. 
Entonces, alguien tiene que ser el responsable de definirlo -por lógica, debe ser el Ministerio de Desarrollo Social- tanto la 
definición de la contrapartida como la evaluación y el contralor de que esa contrapartida se está dando. 


Asimismo, se prevé que el incumplimiento determine la suspensión de las prestaciones. No vemos en estos esquemas, causales 
de exclusión del programa o de cancelación de la participación de alguien en él. Capaz que este es un tema técnico pero una cosa 
es la suspensión y otra la cancelación o la exclusión de alguien del programa al mentir en la información del formulario o si se 
cambió su situación y no lo comunica u otro tipo de causales que impliquen falsedades. Repito, serían distintas causales que 
ameritarían una explicitación, no sólo la suspensión de la prestación, sino también la exclusión del programa en cuestión. 


En los artículos 6* y 7* se entra en el programa específico de ingreso ciudadano. Creemos que en la nueva redacción del proyecto 
sustitutivo queda claro que este es un programa "atado" al PANES y, por lo tanto, uno no puede ser parte del programa de ingreso 
ciudadano sin ser del PANES. La redacción anterior del articulado no dejaba claro este aspecto y, por ello, creemos que el texto 
sustitutivo es más claro. 


Por otra parte, es claro que el programa de ingreso ciudadano tiene una dimensión de dos años, todavía no sabemos si habrá 
alguna limitación a los casos individuales. Dicho de otro modo: todavía no está definido si cada persona o cada hogar se encuadra 
dentro de ese esquema de dos años y sólo sale del programa cuando la situación lo amerite o si va a haber un esquema 
prediseñado en cuanto a cuál es el tiempo máximo que alguien puede estar dentro del programa, así como si hay posibilidades de 
reingresar o ser renovado. 


Cabe señalar que se ha previsto que sea una aportación uniforme por hogar, sin importar su dimensión; esa aportación deberá ser 
uniforme también en el tiempo. A este respecto, podemos decir que hay programas exitosos en otras partes que implican una 
prestación decreciente, lo que va incentivando a la gente para que, realmente, haga un esfuerzo por salir del programa 
exitosamente. 


De alguna manera, estos elementos que estoy señalando apuntan, por un lado, a poner en claro la responsabilidad que asume el 
Estado en cuanto a contribuir con la mejora de condiciones -con los esquemas de empleo transitorio y una serie de políticas más 
generales- y, por otro, tiende a que podamos generar incentivos adecuados para que la gente aporte su esfuerzo. Por cierto, acá 
tenemos que poner un poco de todos y, en ese sentido, hay elementos de diseño que, no sé si tendrán que quedar establecidos en 
la ley o no, pero si deberían tomarse en cuenta a la hora de concretarse todas estas medidas. Dicho de otro modo, lo que no 
queremos es que el usuario reciba con cierta comodidad y durante mucho tiempo estas soluciones y que un día se corte 
abruptamente, pues sabemos que la reacción genera más perjuicios, tal como se ha podido observar en otros países. Hemos 
participado en seminarios y podemos decir con seguridad que este punto se está analizando por parte de los responsables del 
nuevo Ministerio. Pero, de alguna manera, y hasta para facilitarle el trabajo a esta nueva Cartera, tal vez sería conveniente fijar 
algunos límites, ya sea a nivel legal o, eventualmente, por decretos reglamentarios. 


Con respecto al artículo 9%, cabe señalar que otra vez se vuelve al esquema Poder Ejecutivo. Creo que hay ciertas áreas sobre las 
que sería bueno que quedara especificada cuál es la competencia del Ministerio de Desarrollo Social. Me refiero, por ejemplo, a la 
verificación de condiciones y la autorización de pagos; obviamente, esto sin perjuicio del proceso normal presupuestal y de 
ejecución que involucra al Ministerio de Economía y Finanzas. 


Por su parte, el artículo 10% vuelve al tema de la suspensión de pago del subsidio por incumplimientos. Este artículo reitera lo 
dispuesto en el artículo 5%, pero también habría que ver las causales de cancelación o exclusión del programa, si es que 
corresponde. Esto tiene que ver, por ejemplo, con alguien que miente al llenar el formulario original o cambia los datos de su 
situación. 


A continuación, me gustaría referirme a dos elementos que no están directamente incluidos en el proyecto, pero quizás valdría la 
pena pensar si no corresponde introducirlos. Uno tiene que ver con alguna referencia en materia presupuestal de la especificación 
de los costos anexos a la implementación de estos programas, que tienen relación con el funcionamiento del Ministerio y con las 
evaluaciones, los costos de administración y de los controles, etcétera. El artículo 12 es suficientemente genérico como para decir 
"todo va por Rentas Generales", pero habría que incluir algo con respecto a costos anexos. 


Otro aspecto que quiero abordar, es el de la conformación del nuevo Ministerio. Sabemos que, por todas las limitaciones que 
tenemos en el manejo financiero y funcional del Estado, buena parte de su personal podría integrarse con gente que, hoy por hoy, 
reviste en otros organismos; una reasignación a esta nueva Cartera podría ser beneficioso para ambos. Actualmente existen límites 
respecto a los pases en comisión y a la posibilidad de redistribución definitiva. 


No obstante, quizás no estaría mal pensar en algún tipo de excepción en este caso, explícita en la ley, que haga que se manejen 
otros límites para los pases en comisión. Me refiero al artículo 67 de la Ley N* 17.556 que, hoy por hoy, limita a quince —diez por el 
Ministro y cinco por el Subsecretario- los pases en comisión. Parto de la base de que quince personas no van a ser suficientes para 
llevar a cabo todo lo que hay que hacer. O sea que aquí habría que pensar en levantar esa restricción y fijar una diferente en 
función de las previsiones que el nuevo Ministerio tenga. Esto lo pongo sobre la mesa como tema pero si, efectivamente, hay otra 
ley que resuelva el problema, bienvenida sea. 


Lo mismo sería para la regularización de esas comisiones al nuevo Ministerio para que no tengan que esperar cinco años para 
poder ser redistribuidos en la eventualidad de que la gente desee quedarse en la nueva Cartera. 


En definitiva, no sé si es en esta ley o en otra, pero sí quería poner el tema sobre la mesa para poder hacer operativa la gestión del 
nuevo Ministerio. 


Estos serían, reitero, los puntos que habíamos visto a la luz de la versión anterior del proyecto de ley. 


SEÑORA MINISTRA.- Quería hacer dos precisiones. Esto es interesante y, realmente, no hemos tenido tiempo de conversarlo. Hay 
un hecho importante: la multidisciplinariedad es muy buena -y nosotros la vivimos en el Ministerio- porque nos da una mirada 
distinta sobre algunos temas y, sobre otros, nos muestra cómo hay cosas que no quedaron como nosotros queríamos. 


En primer lugar —y esto quiero decirlo porque me quedé con esa preocupación en la discusión de creación del Ministerio- nuestras 
dos asesoras jurídicas son madres de este proyecto de ley sustitutivo y del anterior, que pasó por las manos de los asesores de la 
Presidencia; no me refiero al asesor más cercano sino a ese equipo que permanece allí, en Presidencia. Digo esto, porque me 
quedé bastante fastidiada conmigo misma, la vez pasada, pensando: "No hago más pasar a las abogadas —o a la abogada- por un 
interrogatorio para dar respuestas sobre preguntas que no tienen origen en nosotros". Pero, al revés, eso permitió que se 
modificara el proyecto beneficiosamente. 


En este sentido, ante algunas de las cosas que planteaba el señor Subsecretario, tengo dos o tres respuestas. Una ya la sabe 
porque la hemos discutido y es el tema de los costos anexos. Los U$S 100:000.000 que están planificados, presupuestados, 
discutidos con los organismos multilaterales de crédito y con quienes haya tenido que negociar el Ministerio de Economía y 
Finanzas, son por cuenta del Ministerio. Es decir que los U$S 100:000.000 son para los destinatarios y eso lo dije cuando se creó el 
Ministerio y cada vez que me lo preguntan vuelvo a insistir sobre eso. Y cuando alguna gente se entusiasma con los U$S 
100:000.000 y quiere ofrecer servicios para hacer cosas, nosotros decimos que no, que ese dinero no es para eso sino que tiene 
otro destino. Entonces, los costos de funcionamiento de personal y de todo eso que todavía no tenemos, eso es parte del 
Ministerio, que es una cosa desde el punto de vista presupuestal y otra cosa es esto, que es parte del dinero del Ministerio pero 
que tiene un destino inalienable y que nosotros no lo podemos tocar, desviar ni gastar en otros fines. Digo esto, porque la historia 
de este país y de los programas de este tipo nos habla de que hubo tantos intermediarios, que al destinatario no le llegaba nada o 
sólo una parte realmente vergonzosa de los dineros que le fueron destinados. 


Entonces, en este tema el señor Subsecretario sabe que pienso así y además sé que él comparte mi punto de vista. Digo esto, 
para que no haya confusión: los costos anexos van para los destinatarios. Obviamente, cuando hay que conseguir medicamentos 
para una policlínica o vacunas, o realizar un reforzamiento desde el punto de vista alimentario, todo eso -ni que hablar- es parte del 
Plan. 


Seguramente lo que voy a mencionar no queda claro en el proyecto anterior, pero deseamos que el tiempo del Programa sea el 
más corto posible desde el punto de vista del hogar, pues la prueba está que según experiencias que tenemos, sobre todo en el 
área productiva, con poca ayuda la gente sale adelante. Justamente en el día de ayer, gente de distintas localidades nos decía 
"nosotros precisamos semilla y un técnico" o "precisamos alguna maquinaria y estaríamos en condiciones de juntarnos con otros 
productores, prestarnos dicha maquinaria y hacer un emprendimiento productivo". Precisamente en Sarandí Grande, departamento 
de Florida, una empresa que cerró porque los dueños se fueron al diablo, tiene posibilidades de elaborar diferentes quesos, como 
la muzzarella, así como mermeladas y de mantener hasta treinta hogares -aclaro que siguió funcionando con los pocos 
trabajadores que quedaron- lo cual nos permitiría, al mismo tiempo, generar condiciones de salida del Plan y a su vez dejar 
instalada una empresa productora. 


De modo que si la salida del Plan se logra antes de lo previsto, antes de los dos años, por supuesto que sería mejor. Se supone 
que cuando el Programa termina, dentro de dos años, es porque tenemos lo necesario no sólo para que la gente salga adelante, 
sino porque el país tiene condiciones como para que la gente cuente con esas posibilidades. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Todos acá somos testigos de que la colega ex Senadora Arismendi ha pasado a ser parte del Gobierno 
nacional pero no ha cambiado un ápice. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- No estaba para nada en mi intención cuestionar los 
montos, en realidad no apuntaba a ello sino a realizar una explicitación formal, porque no siempre las voluntades políticas tienen un 
correlato bien hecho a nivel procedimental, normativo y presupuestal. 


La señora Ministra Arismendi sabe y comparte que tenemos la mejor disposición y el mejor relacionamiento con el Ministerio de 
Economía y Finanzas para apoyar todo lo que se está haciendo en este sentido. Tan es así que cuando me tocó ser Ministro 
Interino -con motivo del viaje del señor Ministro Astori- la primer documentación que firmé fue un adelanto para el nuevo Ministerio 
de Desarrollo Social, cuando todavía no sabíamos muy bien cómo lo íbamos a armar desde el punto de vista presupuestal. 
Téngase en cuenta que se trata de la creación de un Ministerio en un año donde no se pueden hacer demasiadas innovaciones 
formales desde el punto de vista presupuestal, lo cual no es muy sencillo. Por eso lo tomábamos al punto de los costos anexos 
para ver si después alguna forma de explicitación nos ayuda a resolver los problemas procedimentarios. 


SEÑOR HEBER.- Es un gusto tener nuevamente a la señora Ministra y al señor Subsecretario en el seno de la Comisión, lo cual 
nos motiva a hacer algunas consideraciones de carácter particular y general. 


Lo primero que quiero indicar es el decidido apoyo de parte del Partido Nacional al Plan de Emergencia, no solamente a través de 
la votación de la creación del Ministerio, sino al tratar de procurar que esto salga bien y de que se gasten bien los recursos, lo cual 
nos parece importante señalar como corolario o como título general de esta situación. 


Coincidimos con la señora Ministra en cuanto a que el Estado ha gastado mucho y mal durante todos estos años, lo que ha 
superpuesto muchos de los esfuerzos que la sociedad hace. Por lo tanto, si este Ministerio se ha creado para coordinar y gastar 
mejor esos recursos, va a tener la colaboración de nuestro Partido, como no puede ser de otra manera. 


Permítanme una pequeña picardía que, como bien sabe la señora Ministra, forma parte de una costumbre. Esperemos que esa 
coordinación salga mejor que la del proyecto, porque el proyecto viene descoordinado con la Presidencia de la República. Bueno, 
ahora la culpa la tiene la Presidencia de la República. Lo importante es que tratemos de mejorar la redacción de estos artículos en 
el plazo que tengamos disponible; esto es lo esencial. 


Con lo preciso que ha sido a lo largo de las sucesivas Legislaturas el señor Senador Astori para la redacción de los proyectos de 
ley, me ha extrañado que en el enviado, que cuenta con su firma, haya temas que tenemos que ajustar a la norma jurídica. Aclaro 
que estas modificaciones son para mejorar el instrumento y no para oponernos o complicar la situación. 


Tenemos una serie de preguntas para realizar pero antes quiero consultar a la señora Presidenta de la Comisión y a los demás 
integrantes si vamos a analizar artículo por artículo que a mi juicio es la mejor manera de discutir el proyecto. 


En primer lugar, quiero hacer una consideración de carácter general: mi apoyo al Plan. También quiero decir que nos importa 
mucho tener en cuenta la coordinación de todas las cosas buenas que se hicieron en el pasado. Sé que la señora Ministra es 
movediza y va a recorrer, a andar; por esa razón quiero poner en su conocimiento que personas vinculadas al Plan CAIF me han 
trasladado inquietudes. Al respecto, quiero señalar que hay buenos y malos CAIF, pero los funcionarios que he visitado en el 
departamento de Rivera —al que como se sabe estoy muy vinculado- tienen una gran incertidumbre y quieren que los visiten, ya sea 
la señora Ministra o quien ella designe para mostrarles lo que han hecho. Quiero aclarar que se trata de gente que no está 
vinculada a ningún partido político; por el contrario, su vinculación es social y barrial. Por eso que quiero trasladarle esta inquietud a 
la señora Ministra como tema de carácter general. 


En lo personal, creo que el Plan CAIF, desde su creación hasta ahora, no ha tenido ninguna coordinación pero ahora podemos 
mejorarla. Insisto que este tema lo he recogido en varios departamentos como una inquietud. 


Si la Comisión está de acuerdo en el sentido de analizar la iniciativa artículo por artículo, plantearía algunas dudas que tengo sobre 
algunas normas que podrían hacer más seguro y transparente el Plan, que es lo que buscamos todos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera hacer una sugerencia tanto al señor Senador Heber como a la Comisión. Es bueno que se 
ordene el trabajo analizando artículo por artículo pero me parece que, dado que el proyecto sustitutivo que estamos manejando es 
un borrador y no tiene carácter oficial porque no ha sido entregado a Mesa de Entrada con la firma del Presidente y de la señora 
Ministra, como corresponde, nos deberíamos remitir a él, dando por hecho que se le dará entrada en la forma que corresponde. Me 
da la sensación que es la mejor manera de no perder tiempo. 


SEÑOR HEBER.- Acepto la sugerencia de la señora Presidenta de la Comisión pero quiero señalar que no hemos tenido tiempo de 
leerlo. Quizás podamos mezclar ambos proyectos y algunas preguntas tengan respuesta en el artículo sustitutivo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si me permiten, antes de comenzar con las preguntas el señor Senador Amaro había pedido la palabra. 


SEÑOR AMARO.- Creo que el señor Senador Heber se adelantó a la pregunta que quien habla iba a hacer y lo felicito. Quería 
hacer también un breve comentario. He escuchado con profunda atención las exposiciones de la señora Ministra y del señor 
Subsecretario y creo que el proyecto sustitutivo pone en regla y evita muchas intervenciones que pensaba realizar con respecto al 
proyecto original. 


Con respecto a la exposición del señor Subsecretario, quiero señalar que ha sido muy realista y siempre es bueno dejar alguna 
constancia en la versión taquigráfica. 


Cuando un gobernante, y nada menos que uno con calidad de Ministro o Subsecretario, habla de la necesidad de los funcionarios, 
digo que por lo menos mi mano siempre va a estar levantada y nunca va a existir una crítica. Creo que lo menos que se puede 
pedir es el personal necesario para realizar las funciones que, de acuerdo a cómo las realicen, siempre van a redundar en beneficio 
para el país. Por eso cuando hoy se critican mucho los pases en comisión, quien habla, que ha estado la mayor parte de su vida -a 
pesar de haber trabajado en tres legislaturas- ocupando cargos ejecutivos, cree que no se puede emparejar, como se está 
haciendo, y criticar muy duramente al Gobierno anterior. Pueden existir los "fRoquis", que es una costumbre que nació con el mundo 
—hablo con absoluta tranquilidad, porque nunca los tuve a mi cargo- pero me parece que hizo muy bien el señor Subsecretario en 
decirlo en este ámbito, y creo que también yo hago muy bien en dejar esta constancia en la versión taquigráfica. Está bien que el 


Parlamento se entere que tienen escasez de personal de confianza y, por mi parte, considero que es poco, lo digo con total 
sinceridad. Entiendo que si un Ministro se tiene que exceder no tiene que pedirle permiso a nadie y no tiene que decirlo acá; lo 
mismo sucede con un Subsecretario. Si el trabajo así lo exige, podrá tener tranquilidad de conciencia, porque la gente bien nacida 
en esta tierra y los que no ponen el palo en la rueda vamos a estar de acuerdo. 


SEÑOR VAILLANT.- Con respecto al tema planteado por el señor Senador Heber y sobre el que había opinado la señora 
Presidenta, en cuanto a trabajar sobre la base del proyecto viejo o del nuevo, quisiera señalar que coincido en que lo hagamos 
tomando en cuenta la iniciativa vieja, porque es la que hemos tenido la posibilidad de estudiar y sobre la que, seguramente, 
habremos hecho las anotaciones. Puede suceder que alguna de las preguntas que hagamos esté contestada en el nuevo, pero la 
señora Ministra, que lo conoce de memoria, nos lo hará saber y creo que con eso alcanza. Esta es mi propuesta. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: entonces, de acuerdo con la metodología nueva, quisiera referirme al artículo 1? del proyecto 
sustitutivo. Sin ánimo de cuestionar la redacción ni el espíritu del artículo, cuando se habla de "cantidad importante de hogares 
uruguayos", pregunto si quizás no se tendría que referir a la inserción social que presentan hogares uruguayos. Pregunto cómo 
analizamos desde el punto de vista jurídico la expresión "cantidad importante". ¿A qué nos referimos, a cuántos son? En el día de 
ayer, escuché hablar al señor Presidente de la República de 200.000 personas, que podrían representar 40.000 hogares. 


Reitero que no estoy formulando una pregunta relativa a la redacción ni estoy haciendo un cuestionamiento. Se habla de "cantidad 
importante de hogares" y, por otro lado, no sé si está bien la eliminación del término "social" después de la palabra "inserción", 
porque la inserción tiene que ser social, aunque ello se repita en el mismo artículo. En el artículo nuevo se dice: "Declárase la 
situación de emergencia social como consecuencia de las dificultades de inserción", y quizás tendríamos que repetir el término 
"social" en ese lugar. 


En síntesis, formulo esas dos preguntas. La primera, que es la más importante, se refiere a cuántos son. 


SEÑORA MINISTRA.- De acuerdo al Instituto Nacional de Estadística —insisto, puede haber variaciones si aplicamos el Indice de la 
CEPAL, pero hasta ahora nos estamos manejando con los datos de la Encuesta Continua de Hogares brindados por el Instituto 
Nacional de Estadística- tanto cuando hablamos antes de las elecciones de estas cifras como ahora, a la luz del nuevo informe, nos 
estamos refiriendo a que uno de cada tres uruguayos se encuentra bajo la línea de pobreza, reitero, definida por el INE. 


A su vez, dentro de ese millón —o sea, uno de cada tres- el último quintil se encuentra en estado de emergencia social o, según el 
INE, de pobreza extrema. 


En oportunidad de discutirse el tema de la creación del Ministerio de Desarrollo Social, manifestamos —y lo volvemos a reiterar en 
este ámbito- que la separación de esa línea, que es estadística, a veces es por $ 5. De acuerdo con esto, una persona puede 
quedar en la indigencia —desde el punto de vista estadístico- porque tiene $ 5 menos que el que le sigue, pero este último puede 
estar en la misma situación, o peor a aquella y tener otros problemas en el hogar, como ser el de tener a su cargo personas 
enfermas. 


En definitiva, estamos hablando de entre 35.000 y 40.000 hogares. Nosotros, a la hora de considerar a los hogares, continuamos la 
línea del INE; esto es, no tener en cuenta un mismo techo, porque pueden haber muchos hogares bajo un mismo techo, tal como 
quedó claro en el ejemplo que cité anteriormente de Colón, donde 16 hogares están bajo un mismo techo. Aquí estamos hablando 
—tal como lo toma el INE- de 200.000 ó 250.000 familias extendidas o monoparentales, donde los índices de pobreza y de miseria 
cambian, tal como lo muestra el último informe. Seguramente, cuando tengamos en nuestro poder un relevamiento que toma en 
cuenta otros elementos, podamos observar que un hogar podrá vivir con $ 10 por encima de la canasta básica alimentaria por 
cabeza, pero la situación será distinta si se vive bajo un nylon y en una zona donde hay enfermedades. Entre las familias que en 
este momento estamos tratando de ubicar priorizamos a una que tiene un niño con cáncer y a otra que tiene discapacitados. Sin 
lugar a dudas, en esta situación, el cálculo se hace de una manera distinta que la que lo hace el INE. Tal como se desprende de 
trabajos que han sido realizados sobre la población, se habla de un promedio de cinco personas por familia, ya sean hijos, abuelos, 
etcétera. 


SEÑOR HEBER.- Pasaría a formular una serie de preguntas que tienen relación con el artículo 2”. 


De la lectura rápida que estamos haciendo del proyecto de ley sustitutivo, observo que el artículo 2% está mucho mejor planteado en 
esta norma que en el original. Debo decir que en lo que a la materia de ingresos refiere, la ley está clara, no así -y creo que es 
importante contar en este punto con un comentario de la señora Ministra- sobre el tema seguridad alimentaria, salud, educación, 
capacitación y generación de condiciones y oportunidades de empleabilidad, lo cual es parte del Plan. 


Entonces, ¿cómo va a ser esto? ¿Va a ser sustitutivo de los ingresos o complementario? ¿Cómo va a funcionar? ¿En qué 
consiste? Por ejemplo, en la prensa se ha mencionado -porque se ha hablado mucho- que en materia de salud se va a implementar 
un plan de salud bucal —esto va a ser caro, pero creo que es importante gastar en salud bucal- cuyo aspecto educativo será 
coordinado con ANEP —tal como mencionó la señora Ministra- que, naturalmente, tiene las potestades y la autonomía necesarias. 
Sin embargo, cuando se habla de "capacitación", de "generación de condiciones" y de "oportunidades de empleabilidad", creo que 
estamos abarcando un área muy grande que no sé si está resuelta en el nuevo artículo, que no tuve tiempo de leer. De todos 
modos, son temas que me preocupan respecto de este artículo 2%, ya que el proyecto de ley en general dice claramente cómo se 
procederá en materia de ingresos, pero no refiere a qué es lo que hará el Plan de Emergencia en las otras áreas. No estoy diciendo 
que esto no se incluya, sino que, por el contrario, queremos que se nos diga por parte de la señora Ministra en qué consiste el 
contenido del resto del Plan de Emergencia. 


SEÑOR VAILLANT.- Respecto del artículo 2*, tanto en el texto original como en el sustitutivo, se establece que se faculta al Poder 
Ejecutivo a desarrollar este Plan mediante el establecimiento, instrumentación y ejecución de programas sociales cosa que, 
naturalmente, compartimos. Sin embargo, pregunto si no es conveniente también que se establezca la responsabilidad de la 
evaluación del Plan, sobre todo teniendo en cuenta que se trata de una actividad en la que estamos innovando. Creo que el propio 
Ministerio va a necesitar hacer la evaluación permanente de este Plan. 


Por lo tanto, sugeriría que se incluyera entre los roles del Ministerio el de evaluación permanente del Plan de Emergencia. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me pregunto si en este artículo 22 no habría que incluir definiciones claras, o si se va a hacer solo una 
descripción general de los programas que integran el PANES sin entrar a detallar nada más que uno. El artículo 2* sustitutivo define 
la integración de los programas del PANES sin entrar en mayores profundidades, lo que me parece que sí se hace en el texto 
original. Esto obliga a desarrollar lo que plantea el señor Senador Heber en cuanto a los alcances de la disposición. En cambio, si 
nos atenemos a la redacción del texto sustitutivo, allí simplemente se enumeran los programas y sugeriría que, en todo caso, en el 
segundo inciso —estoy de acuerdo con la sugerencia de que en vez de nombrar al Poder Ejecutivo se establezca claramente la 
competencia del Ministerio de Desarrollo Social para la coordinación de todos los programas y acciones a desarrollar- se ponga un 
punto luego de la palabra "mencionados". Luego se pasaría a la descripción de uno de esos componentes, que es el Programa de 
Ingreso Ciudadano al cual esta ley solamente hace referencia. 


Pienso que si más adelante hay que tomar decisiones de carácter legislativo con relación a los otros programas, vendrán otros 
proyectos de ley al respecto y entonces los explicitaremos. De lo contrario, este proyecto de ley debería explicitar mucho más los 
otros componentes. 


Esta es simplemente una sugerencia que consiste en aclarar la frase para que, en lugar de "Poder Ejecutivo", se diga "Ministerio de 
Desarrollo Social". Además, repito que luego de la palabra "mencionados", habría que poner un punto para después pasar a 
desarrollar el Programa de Ingreso Ciudadano, que es uno de los componentes. 


SEÑORA MINISTRA.- Estuve mirando algunos temas generales, y además de que el señor Senador puede acceder al informe del 
Instituto Nacional de Estadística, nosotros tenemos también el estudio que nos entregó la Facultad de Ciencias Económicas. 


Con toda la relatividad —los señores Senadores y las señoras Senadoras saben que es así- que tiene el poner cifras y definiciones 
a una vida que es mucho más rica, compleja y angustiante de lo que puede decir cualquier parámetro objetivo, de alguna forma — 
como ya lo explicaba el señor Subsecretario de Economía y Finanzas- tiene que haber parámetros objetivos, porque estamos 
hablando de montos de dinero que se van a entregar y, entonces, no puede ser una vaguedad. Por eso, además, estábamos 
convencidos desde el comienzo de que el ingreso ciudadano necesitaba una ley. 


A su vez, digo claramente —estuve conversando con el Directorio del Banco de Previsión Social anterior y el actual- que el Banco de 
Previsión Social o cualquier otro organismo del Estado no puede pagar si no hay ley. Por lo tanto, nos importaba que estuviera muy 
especificado el ingreso ciudadano. 


Al mismo tiempo, hay una tendencia —y esto nos preocupa- a reducir el PANES, el Plan de Emergencia, al ingreso ciudadano. 
Existe una tendencia a entender que la prestación—-le cambiamos el nombre, no por una exquisitez semántica, sino porque es el 
ingreso al Plan- debía tener los otros componentes para que quedara claro que no se reduce ni se contrapone excepto, como 
decía, en la parte de empleo transitorio, que es el "Trabajo por Uruguay". Mientras se está en trabajo transitorio, en "Trabajo por 
Uruguay", no se cobra ingreso ciudadano, pero estamos hablando de un trabajo transitorio que dura cuatro meses y que es por 
sorteo, o sea que no abarca a todos los hogares —por ahora, por lo menos, no lo visualizamos así- y que debe tener una retribución 
mayor porque es trabajo con horario. 


Esto es parte de lo que preguntaba el señor Senador Heber con respecto a la empleabilidad. Saben que me gusta hablar del 
mundo del trabajo, pero muchas veces hay que transar en la formulación de una ley; si hasta el doctor Gonzalo Aguirre Ramírez el 
otro día transó con lo del monitoreo, diciendo que había que adecuarse a las nuevas realidades. Esa parte está muy clara, al igual 
que el tema de la evaluación. Personalmente, no tengo ningún inconveniente en que se ponga, pero le recuerdo al señor Senador 
Vaillant que esto está muy enfáticamente establecido en la ley de creación del Ministerio. 


Tengo dudas, y las comparto con los señores Senadores, en cuanto a si es el Poder Ejecutivo o el Ministerio de Desarrollo Social, 
porque se dice: "Facúltase al Ministerio de Desarrollo Social a desarrollar las acciones necesarias para el cumplimiento, 
instrumentación, ejecución y coordinación". Puede estar en la parte de coordinación, pero es el Poder Ejecutivo, porque es el 
Ministerio de Economía y Finanzas el que dispone de los fondos y es en el Banco de Previsión Social donde radica la base de 
datos en este momento. La base de datos está en la parte estatal del Banco de Previsión Social, y quiero decirlo porque esto no fue 
sencillo. Quedó demostrado que los informáticos del Banco de Previsión Social podían crear el banco de datos PANES dentro de la 
parte estatal -y no de la parte tercerizada del Banco- que tenía capacidad para generar y administrar, sin ningún tipo de problema, 
esa clase de programa, para atender la afluencia enorme de gente que concurrió, para procesar el informe de la señora gerenta 
Mayra Tebot, que me manda todas las noches el cierre de jornada prolijamente sobre las solicitudes recibidas y los ingresados al 
sistema. 


Entre otras cosas, quiero que se entienda que el F1 -la primera hoja del formulario- entra al sistema que tiene el Banco de Previsión 
Social. Ahí aparece si la persona está trabajando y, por ende, tiene un sueldo, por el cual aporta; en ese caso, no le corresponde el 
PANES. También aparece si la persona tiene una jubilación grande, por lo cual tampoco le corresponde el PANES. Asimismo, allí 
surge si esa persona está recibiendo una jubilación en España o en Italia, pues hay un cruzamiento de datos sobre las prestaciones 
que tiene el Banco de Previsión Social en convenio con esos países; lo propio ocurre con la Caja Policial y la Caja Militar. 


Digo entre paréntesis que es un ingreso, un aporte a la familia. Estamos trabajando con el Ministerio del Interior y el de Defensa 
Nacional para hacer la verificación del listado de sus funcionarios que cobran menos de $ 5.000 nominales y que, por ende, por la 
situación familiar y el lugar en donde viven, son integrantes protagonistas del Plan. En esos casos va a ser distinto, porque ya 
cumplen las contraprestaciones desde el punto de vista laboral pues son trabajadores en algunos casos y, en otros, se trata de 
retirados policiales o jubilados. Estuvimos analizando ese tema con la doctora Rodríguez de la Caja Policial, y vimos que es 
población protagonista del Plan igual que cualquier otro civil. 


Por otro lado, estamos trabajando con el Patronato para ver cómo somos capaces —en esto también se hizo la pregunta sobre la 
inserción y la evaluación del Plan; eso sí es clave para nosotros- de encaminar el tema con los potenciales excarcelados. Estamos 
convencidos, al igual que el Ministerio del Interior, de que si ese potencial excarcelado es entrevistado con el formulario, previo a 
que sea liberado, tendremos otras posibilidades de buscar una solución. Algunos de ellos no disponen de un techo, otros no tienen 
familia y, naturalmente, tampoco trabajo. 


Hay otros elementos sobre los que vamos a apelar al Parlamento. Por ejemplo, a raíz de esto nos hemos enterado de que lo 
ganado por los presos que trabajan en las carpinterías va a Rentas Generales en lugar de ir a sus familias. Esto debe ser 
modificado porque no puede ser que si un preso está trabajando y aprendiendo un oficio -lo cual es bueno para reeducarlo a los 
efectos de su posterior inserción laboral, cuando sea liberado- el dinero vaya a Rentas Generales y no a su familia. 


En fin, hay una serie de elementos que se incorporan y que para nosotros son muy importantes a los efectos de su evaluación. 
Tenemos una Dirección que se aprobó cuando se votó un montón de cargos de particular confianza. 

SEÑOR HEBER.- No los votamos, señora Ministra. 

SEÑORA MINISTRA.- Algunos no lo votaron; sin comentarios. 


Uno de ellos, se denominó de Evaluación de Programas, porque lo de Observación y Monitoreo no gustaba desde el punto de vista 
de una ley. 


Como decía, tenemos la Dirección de Evaluación de Programas por una razón muy simple, pues necesitamos saber, no después 
de los dos años, "¡Qué mal que nos fue!" o "¡Qué bien que nos fuel!" o "¡Qué lindo que trabajamos!" No, tenemos que saberlo antes 
para corregir. Además, el programa informático está hecho de tal manera que podamos entrar a las distintas variables y ver cómo 
están actuando en los distintos campos. Por ejemplo, se puede ver qué pasa con la atención de la salud, si se está cumpliendo con 
la concurrencia a la policlínica, qué es lo que ésta reclama que hagamos. Hay cuestiones que no vamos a efectuar nosotros, como 
por ejemplo determinar si el niño comió, pues eso lo dirá el pediatra, porque va a saber si está recibiendo alimentación. 


De la misma manera que quien va a determinar su concurrencia a la escuela y su inserción en la institución —que no quiere decir 
apuntarse, que no quiere decir sólo ir, sino que se lo tiene que incentivar para que le vaya bien, para que aprenda- es el maestro o 
la maestra y no yo, por más que sea colega. Ahora bien, hay elementos que son de exclusiva responsabilidad del Ministerio de 
Desarrollo Social. Por ejemplo, el resultado del Plan es responsabilidad nuestra. Quien va a poner la cara y a contestar a todo el 
mundo —esto es muy importante y el proyecto de ley lo dice, e inclusive tiene muy preocupado al Banco de Previsión Social- sobre 
si quedó o no dentro de este Plan, es el Ministerio de Desarrollo Social y no el Banco de Previsión Social. 


Por otro lado, aquí está planteado el tema del Plan de Salud Bucal, que para nosotros es muy importante, no sólo por la parte de 
salud que todo el mundo conoce —no voy a explicar aquí la importancia que tiene la salud bucal para la salud integral- sino por algo 
muy simple: que para sonreír hay que tener dientes y para conseguir trabajo también. Hay como tres aspectos en esto: por una 
parte, lo que tiene que ver con un plan masivo de utilización de una resina odontopediátrica —según aprendí- en los niños, 
herramienta no traumática, de fácil atención de la carie en la propia escuela. Este es un método que se puede aplicar en forma 
masiva. Por otro, la parte que nosotros financiamos, que es el PANES. En este sentido, para que nosotros financiemos las prótesis, 
Salud Pública tiene que entregar la boca sana y limpia. Es decir que Salud Pública forma parte del diseño de cada uno de los 
componentes. Reitero que se compromete a entregar una boca sana y limpia y nosotros a resolver el pago de la prótesis. 


También Salud Pública se ocupa de que existan responsables del primer nivel de atención en todo el país, de tener, a su vez, las 
unidades básicas de atención en los distintos lugares o policlínicas móviles en un primer momento en esos lugares lejanos donde 
nosotros decimos que no llega nada —lo sabemos porque estuvimos allí- en donde ni siquiera hay almacén, por no mencionar otras 
cosas. 


Hay, además, un trabajo con el INAU, que tiene independencia, autonomía, iniciativa presupuestal. Pero estamos trabajando con él 
porque ahí se nos concentra justamente, desde el punto de vista de las edades, la población más vulnerable y la más numerosa en 
situación de emergencia. Sobre esto podríamos hablar de muchas cosas. 


En lo que tiene que ver con los Planes CAIF hay varios co-ejecutores. Como decía, de una manera muy linda, el Presidente del 
INAU el día que asumieron las nuevas autoridades, hay mucho dolor acumulado tanto en los niños y niñas adolescentes, como en 
los funcionarios.Y nosotros tenemos que despejar todo eso. 


Entonces, yo sueño con que al terminar este quinquenio —ustedes dirán que estoy apurada y sí, es cierto que lo estoy- poder decir 
que mi nieto va a un jardín del INAU sea lo mejor que le pueda pasar y lo pueda decir con orgullo, porque estoy diciendo que va a 
la institución que es la rectora de las políticas para los niños, niñas y adolescentes del Uruguay, como dice el nuevo Código, y que 
no es para los pobres, que no es para los delincuentes, ni para los abandonados. Tiene que ser, en definitiva, para toda esa 
población. 


Por eso es que hay cosas de política social a más largo aliento, que atraviesan el Plan, que se asientan sobre los cimientos del 
Plan, pero que no terminan con el Plan, sino que continuarán en adelante. 


Comparto que en lugar de aludir a "cantidad importante" -expresión que desde el punto de vista jurídico es cierta- se pueda poner 
"los hogares uruguayos comprobados por los indicadores". 


Esto es, entre otros elementos, porque no se trata sólo de la pobreza y de la indigencia de los índices del INE. Insisto en esto, 
porque puede tener diez pesos más y al INE le da por arriba, pero a nosotros no. Tampoco es lo mismo el lugar donde viven, 
porque las poblaciones de menos de 5.000 habitantes no tienen nada para salir. Entonces, no es verdad que yo pueda hacer un 
traslado mecánico, una proyección matemática, aplicarlo por extensión a los de menos de 5.000 habitantes y que me dé lo mismo. 
No me da lo mismo. La realidad me da otra cosa: que ahí todo el mundo está inmerso en una situación de emergencia. Hemos 
visitado lugares donde no hay nada de nada, y ahí es toda la población la carenciada, no tales familias u otras. Sin embargo, esas 
no aparecen en las cifras del INE. Entonces, no podemos tomar solamente al INE, porque eso nos ataría las manos para atender a 
otra gente. 


SEÑORA XAVIER.- Antes que nada pido disculpas a los invitados y a los miembros de la Comisión porque debo retirarme, pero 
quisiera dejar planteada una preocupación que coincide con esto y ya ha sido expuesta, más allá de que todavía no me queda muy 
claro si existe voluntad política al respecto y en qué lugar del proyecto podría estar. Me refiero a algunos temas relacionados con 
cómo evaluar y cómo informar. 


Veo que en este Capítulo hay tres temas que podrían estar ubicados en diferentes lugares y, si bien no traje redacciones 
alternativas, me parece que hay un aspecto de arbitrio y de resolución por parte de quienes eventualmente puedan sentir que no se 
les dio la respuesta correcta a su planteo. Sin ir más lejos, con relación a esto tengo una experiencia muy reciente. Estando en el 
interior, alguien me dijo: "Soy una mujer sola, con un hijo discapacitado a mi cargo y otros hijos en el exterior que no me pasan 
nada", es decir, una situación que ameritaría -según el relato de la ciudadana- su ingreso. "Pero en el BPS me han dicho que no me 
dan el formulario." Es claro que esto puede ocurrir o no, que en algunos lugares una confusión de un funcionario genere esta 
situación. La cuestión es que la ciudadana o el ciudadano tienen derecho. En consecuencia, en algunos artículos del proyecto debe 
haber una definición clara en el sentido de que -más allá de que las competencias figuren en la ley de creación del Ministerio- es 
potestad del propio Ministerio resolver situaciones en las cuales no haya sido correcto el ingreso o el rechazo del ingreso. 


En otro aspecto, creo que se debe hacer una evaluación o monitoreo, porque hay voluntad política para ello y es algo que tiene que 
quedar incorporado. Más allá de la diversidad de ámbitos que contribuyen a generar los caminos de salida de quienes están hoy en 
situación de indigencia o de emergencia, la responsabilidad de la instrumentación y de la coordinación, en la medida en que le 
compete al Ministerio, también debe quedar establecida a texto expreso en algunos de los artículos. 


En tercer término, creo -esto lo incorporé en un proyecto de ley de la legislatura pasada que no fue considerado- que en este tipo 
de iniciativas es importante que el Poder Legislativo, que los vota, pueda incorporar en la misma norma la posibilidad de la 
evaluación por parte de ese mismo Poder. Digo esto porque son situaciones muy dolorosas para la sociedad y para el país, que 
implican emergencias humanitarias y también respuestas a emergencias desde el punto de vista de las políticas públicas. 


Por lo tanto, me parece que una evaluación anual o semestral en la marcha del Plan dando cuenta a la Asamblea General, sería 
una medida que nos ayudaría a incorporar -de parte de la aplicación concreta de estos proyectos de ley- una mayor apropiación 
incluso del conjunto del Parlamento que muchas veces vota pero después no se siente involucrado en el seguimiento del espíritu 
de esa ley de políticas públicas. Creo que con respecto a este tema -supongo que tendrá, como lo manifestaba el señor Senador 
Heber, un apoyo de todos los sectores políticos en el Parlamento- sería saludable que nos obligáramos, en la propia ley, a recibir 
esa evaluación del propio cumplimiento de la ley. Nuevamente pido disculpas ya que voy a leer la respuesta en la versión 
taquigráfica. 


SEÑOR VAILLANT.- Digo con toda franqueza que cuando pedí la palabra mientras estaba hablando la señora Ministra lo hice 
porque, en un principio, me pareció entender de sus expresiones que no compartía totalmente la necesidad de la evaluación, 
después me di cuenta que sí las compartía. No obstante ello, quiero reafirmar el concepto o por lo menos la preocupación, sobre 
todo en la medida en que en primer lugar estamos desarrollando un Plan de Emergencia. Cuando hablo de evaluación no me 
refiero a la gestión del Ministerio sino a la de este Plan que es una ley que estamos aquí aprobando. Estamos en el marco de una 
actividad que promueve la ley que, entre otras cosas, tiene hasta los plazos estimados y, en el fondo, será la propia y permanente 
evaluación la que nos podrá ir acercando a los plazos definitivos que pueden o no ser los estimados. 


Por otro lado toda práctica genera culturas y es bueno que vayamos teniendo la posibilidad de ir analizando las que se vayan 
generando como consecuencia de esta práctica. 


SEÑOR HEBER.- De los comentarios de la señora Ministra nos surgen algunas dudas. 


Quiero dejar constancia de que estoy de acuerdo con las observaciones de la señora Senadora Percovich en cuanto a poner un 
punto después de la palabra "mencionados" y sacar el resto de la frase ya que me parece más prolija la redacción del artículo. 
También estoy de acuerdo con la propuesta del señor Senador Vaillant en cuanto a incorporar evaluación y monitoreo. Con 
respecto a este tema de la evaluación y el monitoreo, imaginaba una Comisión integrada con representantes de alguna ONG, con 
miembros del Parlamento -como manifestaba la señora Senadora Xavier- del PIT-CNT, de la Universidad, del INAU y no a una 
persona de confianza de la señora Ministra. Es decir buscar una Comisión que evalúe la marcha del éxito del Plan; esto es lo que 
yo me imaginaba como evaluación y monitoreo: alguien que no pertenezca a ningún sector político. Esto ayudaría a tener una 
opinión distinta a la del Ministerio que informe a la opinión pública y a los actores políticos sobre la marcha del Plan. Reitero que así 
lo imaginaba y lo dejo planteado para que la señora Ministra reflexione sobre ello, pero estoy de acuerdo con incluir la evaluación. 


Tengo dos preguntas sobre la nueva redacción del artículo. La redacción dice que se estima que este plan abarcaría dos años, pero 
me pregunto si no se hablaba ya de dos años y, ahora, se cree que no se va a tener éxito en ese plazo. Es decir por qué se 
incorporó la frase "se estima". La otra pregunta está relacionada con un tema de redacción en la última parte de la misma frase 
cuando dice: "sustancialmente por los siguientes programas" debería haber un punto y tendríamos que sacar "de la presente ley". 


SEÑORA MINISTRA.- Entre otros, señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Es importante saber esto porque tenemos al INDA y no ha sido coordinado. No vaya a ocurrir que hagamos otro 
plan alimentario que superponga tareas y gastos, en vez de coordinar los organismos existentes. 


SEÑORA MINISTRA.- Con respecto a la evaluación del plan, recién ahora comprendo el alcance que se le quería dar por parte del 
señor Senador Heber. No son cosas distintas sino, en todo caso, complementarias. La Dirección de Evaluación de Programas es 
como un observatorio permanente. No se trata de una sola persona sino de una persona que trabaja con distintos organismos y 
organizaciones, estatales y no estatales. Hay determinados ítems que necesitan un seguimiento y esto se debe realizar en 
combinación con otras evaluaciones que no vamos a determinar nosotros. Algunos ejemplos en este sentido son el de la 
escolaridad o rendimiento escolar o, en el caso de la UTU, el del importante papel que va a jugar, desde nuestro punto de vista, en 
la formación profesional y la práctica en el lugar. Siempre sueño con la ley que tan trabajosamente aprobamos con los votos de 
nuestra fuerza política y del Partido Nacional —al ser fruto de ese acuerdo, quedó medio rara- que tiene que ver con las pasantías y 
becas a término de los estudiantes de UTU. En lugar de trabajar "en negro", se trata de que la práctica se desarrolle, no en un 
salón vetusto de clase, sino en el terreno adecuado. Personalmente, aspiro a que esa ley se pueda aplicar para que, por un lado, 
los muchachos y muchachas aprendan en el terreno y, por otro, sirva para la inserción social de todas las partes. 


Por otro lado, quiero decir lo siguiente. Aquellas cosas que no necesitan iniciativa privativa del Poder Ejecutivo, el Parlamento 
puede y debe cambiarlas. Para modificar algunos aspectos nosotros necesitábamos la iniciativa del Poder Ejecutivo, como, por 
ejemplo, para la creación de cargos, ingresos, etcétera. Pero el proyecto de ley contiene elementos que no son privativos del Poder 


Ejecutivo y la función del Parlamento es trabajar en ese sentido; nosotros fuimos de los que peleamos, desde este ámbito, para 
poder participar; entonces, como somos coherentes con eso, pretendemos que los señores Senadores evalúen y controlen, no sólo 
lo que tiene que ver con PANES sino también la gestión del Ministerio. 


Por otro lado, con respecto al planteo que hacía la señora Senadora Xavier, quiero manifestar que me extraña lo expresado, pero 
se puede dar en algún caso. Al respecto quiero manifestar que los gerentes de sucursales y agencias del interior se han reunido 
permanentemente con nosotros y, en general, el personal del Banco de Previsión Social está cumpliendo una función excelente; 
están trabajando con ganas e, incluso, haciendo un esfuerzo por encima de lo esperable. Entonces, puede haber ocurrido un caso 
pero es necesario precisar que se inscribe a todo el mundo. Lo que puede suceder es que una persona no haya declarado ingresos 
que luego surgen del cruzamiento de los datos. De todas maneras, eso se nos informa a nosotros. Tenemos distintas ventanas. 
Hay casos claros por los ingresos que se perciben pero, igualmente, vamos a verificar. Otros son dudosos y hay algunos en los que 
el Banco de Previsión Social claramente establece que se recibe tal estipendio o apoyo, por ejemplo, de la comunidad italiana o 
española. Lo que es absolutamente claro es que no hemos dado la información necesaria que la gente necesita. 


Aún en las propias ventanillas del Banco de Previsión Social se ha dado esto y, justamente, sobre este tema hablamos con el señor 
Murro, quien nos manifestó su preocupación. Hemos pensado poner un número de teléfono —es decir, un 0800- para que la gente 
llame y pregunte por qué no le corresponde o por qué demoran en visitarlo ya que, por ejemplo, en la calle me expresan que la 
visitadora todavía no los ha visitado. En ese sentido, luego le cedería el uso de la palabra a la doctora Ibarra para que señale 
cuáles son nuestras aspiraciones que deben figurar en la ley, es decir, que se dé vista a la gente para que haga sus reclamos. 
Además, estamos trabajando para poder tener un número importante de personal para contestar, con seriedad, a los distintos 
grados de ingreso al programa. Entonces, todos los que están atendiendo los teléfonos y los que atienden a la gente, que pasan de 
la mañana a la noche por el Ministerio, tienen la posibilidad de entrar al programa de manera de conseguir la información 
necesaria. 


Comparto el planteo de la señora Senadora Xavier de dar cuenta a la Asamblea General. Siempre estuve en desacuerdo con que 
sólo sea dar cuenta ya que quiere decir que la Asamblea General podrá reunir una Comisión que analice y se expida sobre un 
tema. Podemos poner un plazo, es decir, que si en determinado lapso no se expide, la actuación del PANES es sobresaliente. Pero 
en mandar un tema a la Asamblea General para que ésta no haga nada, como Legisladora, no estuve nunca de acuerdo y ahora, 
como Ministra, tampoco. Digo esto, porque si el Parlamento tiene algo para decir, debe tener los caminos necesarios para hacerlo 
porque, de lo contrario, es sólo un trámite formal. 


Con respecto al Plan Alimentario Nacional, uno de los temas fundamentales es el cruzamiento de datos con INDA, donde tenemos 
una gran dificultad. Este asunto ya lo expliqué en la Cámara de Representantes en el momento de la creación del Ministerio. El 
primer lío que tenemos es saber, realmente, a dónde va a parar la comida que el INDA reparte. En el caso de Montevideo, eso lo 
sabemos ya que hay un registro de receptores de canastas o de concurrencia a los comedores, los cuales son muy pocos. En el 
interior esos datos son relativos. Al día de hoy, el Padre Monzón —que está encargado del INDA- no ha podido hacerse con esos 
datos. Entonces, él no puede decirme cuáles son los compatriotas que reciben canastas en cada departamento, localidad, etcétera. 
Para ello se está trabajando, es decir, para que no haya duplicación y para que la nutrición no sea un problema simplemente de 
carbohidratos, sino que tenga otros elementos que, sabemos, la canasta no tiene; por más que alguien se enojó en la Cámara de 
Representantes porque hablé de las lentejas, ya que decía que era bajar al mundanal ruido. Lo que sucede es que yo estoy en el 
mundanal ruido. Las lentejas eran el único elemento -como recordarán- que se reforzó en la canasta, simplemente, por sus 
características. Pero como se compraban en dólares, nunca se integraron a la canasta. O sea que la canasta sigue dando: leche en 
polvo, harina de maíz, arroz, fideos y azúcar y todos sabemos que siempre falta algo. Entonces, aunque pasemos de los 4 kilos a 
los 7 kilos, tampoco vamos a solucionar el tema. Para poder, realmente, hacer una compensación o coordinación, hay una cantidad 
de datos que todavía no tenemos. Y se podrá compartir o no, pero si reciben comida por dos lados, en este momento no me 
importa. Me importaría horriblemente —y creo que es el riesgo más grave que tenemos nosotros- que no reciban nada por ningún 
lado. Por lo tanto, mientras ordenamos, tienen que comer. El que tiene la canasta, que la reciba y si no está registrado, que igual la 
reciba aunque —no es muy economista lo mío- sé que puede haber superposición. Hay toda una idea excelente para convertir al 
INDA en aquello que rija la nutrición de todos nosotros, porque en realidad todos comemos mal. Pero eso es un sueño hacia 
adelante; hoy por hoy, hay que comer todos los días y estamos trabajando en ese sentido. 


Cabe agregar que también hemos recibido donaciones que, hoy por hoy y con todo el papeleo que hay que hacer en el Estado, 
estamos canalizando por medio del INAU que es lo que tenemos institucionalmente, a los efectos de reforzar la alimentación en la 
zona más frágil. Todo lo que estamos recibiendo son donaciones, por ejemplo, de la cosecha de arroz y de los productores. El INAU 
es la Institución que tiene la infraestructura necesaria para que llegue directamente a los chiquilines. 


Respecto al tema de la vista y de aquellos que quieren reclamar, si la señora Presidenta lo autoriza, dejaría en uso de la palabra a 
la doctora Ibarra. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Si me permite, señora Presidenta, antes quisiera 
excusarme pues debo retirarme. No obstante, da la impresión de que este tema va a requerir bastante más trabajo. En ese sentido, 
estamos totalmente a disposición de la Comisión. Si es necesario podríamos continuar mañana después de la Comisión de 
Hacienda. En realidad, estamos citados para tres Comisiones más entre mañana y pasado. En todo caso, nos enteraremos cómo 
culmina la sesión de hoy por medio de la versión taquigráfica. Pero reitero que quedamos a disposición para continuar este trabajo 
cuando lo disponga la Comisión. 


SEÑOR HEBER.- Comprendo las obligaciones que tiene el señor Subsecretario, pero quisiera plantearle algunas preguntas sobre 
el artículo final. Tal como estaba redactado en primera instancia decía "Las obligaciones que genere el cumplimiento de la presente 
ley, serán de cargo de Rentas Generales", pero básicamente el texto sustitutivo diría "Las obligaciones que genere el cumplimiento 
de la presente ley serán de cargo de Rentas Generales, sin perjuicio de lo que se establezca en las normas presupuestales". 


Simplemente planteo esta interrogante y le dejo esta reflexión al señor Subsecretario porque el artículo 86 de la Constitución nos 
obliga a establecer recursos. Quizás pueda comentarnos algo sobre ahorros pero, en todo caso, queremos saber cómo se va a 
financiar esta solución. Se ha hablado de U$S 100:000.000 que provendrían del BID. 


SEÑORA MINISTRA.- No, señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- El BID también habla de U$S 200:000.000 que estarían disponibles en agosto o setiembre. Me pregunto cómo 
se va a adelantar esto para poder llegar ahora, al invierno. En verdad, me gustaría que el señor Subsecretario nos pudiera 
contestar esta pregunta y también cuál es el ahorro previsto que pueda financiar esta solución para, de alguna manera, unirlo a lo 
que proporcionaría el BID. 


Antes de que se retire, si es posible, me gustaría que aunque sea en cinco minutos el señor Subsecretario nos pueda contestar la 
única pregunta que queríamos plantear. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Seguramente vamos a tener que ser más explícitos 
en el texto de este artículo con respecto a los costos. No obstante, puedo decir que desde el punto de vista financiero los montos 
asignados al Plan de Emergencia están previstos dentro de la programación financiera del Estado y, en particular, en el programa 
fiscal acordado con el Fondo Monetario Internacional. Sobre la participación del BID respecto al financiamiento, la propia dinámica 
del Plan va a ir indicando las pautas, pero lo que tiene que ver con la cuestión formal presupuestal surgirá de lo que se apruebe a 
nivel legal. 


De todos modos, desde el punto de vista financiero estamos tomando los recaudos para que se pueda efectivizar y comenzar a 
ejecutar el Plan en el momento en que el Parlamento emita la ley y el Ministerio de Desarrollo Social inicie su implementación. Por 
lo tanto, en ese sentido no estamos dependiendo de fechas que tengan que ver con préstamos internacionales. Obviamente, va a 
estar en el ámbito legal la especificación más fina —-que creemos necesaria- que va a depender de los aspectos presupuestales. 


Lo que sí se ha manejado a nivel general son los montos globales del orden de los U$S 100:000.000 en base anual; por lo tanto, si 
estamos pensando en un plazo de dos años, de ahí surgen los U$S 200:000.000. 


Creemos sí que la legislación debería ser más fina en cuanto al tema presupuestal, pero desde el punto de vista de la ejecución 
financiera y del programa financiero, son fondos que están previstos en el Plan Financiero y en el Programa Fiscal del año 2005, 
2006 y lo que lleve del 2007. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia quiere aclarar que el señor Senador Amaro ha dejado sus excusas tanto a la señora 
Ministra de Desarrollo Social como al señor Subsecretario de Economía y Finanzas, ya que debía retirarse por un compromiso 
asumido con anterioridad en Florida y por lo tanto no podía permanecer más en la sesión. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me gustaría hacer una consulta al señor Subsecretario antes de que se retire. Él ha aludido a una 
redacción más fina; quería saber si se está refiriendo a este artículo, es decir, a si se deben precisar montos en esta disposición. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- A mi entender hay que precisar más elementos en 
la ley. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿Va a dejar alguna sugerencia a la Comisión en ese sentido? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Lo podemos trabajar y enviarlo a la brevedad, si los 
señores Senadores están de acuerdo, aunque no sabemos con qué plazos contamos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia quiere indicar que todavía no se ha fijado el método de trabajo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Nos comprometemos a hacerlo de acuerdo al 
programa que disponga la Comisión y al proceso que requiera la ley. 


SEÑOR HEBER.- El tema es el plazo de que dispone la Comisión. 


SEÑOR LORIER.- Justamente, en la sesión anterior había planteado la necesidad de compatibilizar los elementos vinculados a la 
amplitud y la profundidad de la discusión con los plazos perentorios de que disponemos; no me refiero a los legales de acuerdo a 
una ley de urgente consideración, sino a aquellos vinculados a las necesidades externas y a los hechos que hay que efectivizar. 
Por supuesto, quizás deberíamos ahora mismo planificar cómo vamos a desarrollar el trabajo, porque eso nos organiza y nos 
permitirá culminar en los plazos adecuados, manteniendo la discusión necesaria. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como saben los señores Senadores, el señor Subsecretario anunció que se tenía que retirar. 


Por otra parte, una vez que los señores Senadores terminen de realizar todas las preguntas relativas al proyecto de ley a la señora 
Ministra y al señor Subsecretario -sólo falta por hacer uso de la palabra la doctora lbarra- la Comisión va a definir cuál será su 
régimen de trabajo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Quiero reiterar que estamos dispuestos a trabajar 
en los plazos que ustedes determinen. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias, señor Subsecretario. 
SEÑORA IBARRA.- Quiero referirme a dos cuestionamientos, que el Ministerio comparte, sobre el proyecto de ley 


Uno de ellos refiere precisamente a algo que mencionó el señor Subsecretario, o sea a que no se había establecido nada en 
cuánto a qué sucedía cuando se perdía el derecho a la percepción del ingreso ciudadano. Estamos totalmente de acuerdo con ese 
cuestionamiento porque no solamente hay que establecerlo en los casos de suspensión. Particularmente, el señor Subsecretario 
mencionó algún caso, como cuando hay dolo y se falsea la declaración. Por tanto, insisto en que estamos de acuerdo con ese 
aspecto y quizás podamos incorporarlo al proyecto sustitutivo. 


El otro cuestionamiento es el que señalaba la señora Senadora Xavier. Efectivamente creo que es un derecho fundamental que 
tienen los protagonistas del Plan, en el caso de que se les deniegue su acceso al mismo, a esgrimir sus argumentos. Para ello 


habíamos instrumentado la posibilidad de dar vista y establecer un procedimiento para que se pueda hacer la reclamación 
pertinente. 


Por lo tanto, estas dos críticas me parecen muy importantes y creo que se trata de dos defectos que tienen tanto la redacción del 
proyecto de ley inicial como la del sustitutivo. Entendemos que estas dos indicaciones tienen que estar necesariamente en la ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, estamos de acuerdo en que si el Ministerio tiene prevista la redacción de algún otro aditivo 
cuanto antes lo debería enviar para que podamos culminar con el análisis del proyecto de ley y su posterior aprobación. 


Consulto a la señora Ministra y a sus asesores si desean hacer alguna otra consideración, de lo contrario, le agradecemos 
profundamente su disposición para realizar este trabajo. 


SEÑOR VAILLANT.- Quiero recordar que veníamos analizando artículo por artículo y, en particular estabamos tratando el artículo 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Pido perdón a los señores Senadores. Pensé que tenían preguntas sólo sobre esos artículos. 
SEÑOR VAILLANT.- Supongo que los señores Senadores podrán tener preguntas sobre otras disposiciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nuevamente me disculpo, pero como se comenzó a hablar en general y además, se está quedando sin 
número la Comisión pensé que no había más preguntas. Desde ya, exhorto al señor Senador Vaillant o a otro señor Senador que 
tenga más preguntas para formular que me lo haga saber. 


SEÑORA PERCOVICH.- Tengo una pregunta sobre las modificaciones que introduciríamos en este artículo 2%. Quiero saber si 
contemplaríamos la especificidad de que sea el Ministerio de Desarrollo Social quien coordina, incluyendo al resto de los 
organismos. Digo esto porque en la pregunta del señor Senador Heber quedaba implícito esto. Concretamente el señor Senador 
preguntaba quién coordina todo esto. Sabemos que participan otros Ministerios. Entonces para recoger las dos preocupaciones 
que se han planteado, me parece que sería adecuado darle la facultad al Ministerio de Desarrollo Social de realizar todas las 
acciones previstas en el artículo —cumplimiento, instrumentación, ejecución, coordinación y evaluación de los programas 
mencionados- con la participación de las distintas reparticiones u organismos del Estado, para que se entienda que los programas 
se ejecutan a través de otros Ministerios con la coordinación de la Cartera de Desarrollo Social. 


SEÑOR HEBER.- Voy a tratar de ser sintético, porque todos tenemos otras obligaciones y esto daría para muchas reflexiones. 


En el artículo 3% del proyecto anterior que correspondería al 6” del sustitutivo dice que "Las prestaciones se otorgarán a los hogares 
cuyos ingresos por todo concepto en el mes de abril de 2005 no superen los $ 1.300 (mil trescientos pesos uruguayos) promediales 
por persona, y presenten carencias críticas en sus condiciones de vida A efectos de calificar tales carencias se considerará la 
composición familiar, las condiciones de habitabilidad de la vivienda y se relevará el equipamiento disponible." Con respecto a esto 
último, supongo que el decreto reglamentario lo establecerá en su debido momento. Cuando se habla de "hogares", la señora 
Ministra ponía en duda el concepto de hogar. Digo esto porque pueden haber muchas familias dentro de un mismo hogar. La he 
escuchado decir "los que comen juntos" y éste puede ser un concepto. En lo personal, me gustaría escuchar alguna definición al 
respecto. ¿Ingresan los niños? Los niños son personas, ¿están considerados dentro del cálculo de los $ 1.300? Porque de ser así 
estarían incluidos los policías y militares que tienen sueldos muy bajos. Esto lo menciono porque es algo que también me 
preocupa. Reitero que al ingresar los niños en el cálculo, indudablemente también estarían contemplados los sueldos más bajos de 
los policías y militares. Me gustaría tener un comentario acerca de este punto porque la ley no lo establece y me parece que esto 
es importante porque se generó una expectativa en torno a lo que expresó el propio Ministro, en el sentido de que iban a estar 
contemplados en ese Plan. 


Todo esto refiere al artículo 6% nuevo, 3* viejo. 


En algún momento, se había hablado del tema del agua y de la luz, como que iba a ser una forma de complementar estos ingresos. 
Entonces, vuelvo a preguntar -porque también me queda la duda- si no van en desmedro de los $ 1.300. ¿Mañana vamos a tener 
la situación tanto de la OSE como de la UTE, generando un Plan de Emergencia, donde habrá una tarifa muy baja o no sé si gratis 
para este tipo de familias que realmente están en la indigencia? ¿Eso no va a ir en desmedro de los $ 1.300? Por lo menos, esa es 
la duda que me surge del artículo 3* del proyecto viejo o 6? del nuevo. 


A continuación, paso a analizar el artículo 5* del proyecto viejo, que es el 8” del sustitutivo. Como no pude leer este último, me voy 
a referir al viejo, que tiene una redacción bastante complicada, porque no surge muy claramente qué pasa con los hombres y los 
ancianos. No sé si está corregido en el nuevo, pero el artículo 5% dice que "Son requisitos indispensables para recibir las 
prestaciones otorgadas por el PANES, el cumplimiento de contrapartidas tales como la inscripción y asistencia regular de los 
menores al sistema educativo formal," —vemos que los menores están comprendidos- "los controles médicos periódicos de niños, 
adolescentes" —los adolescentes también están- "y mujeres embarazadas, la participación en actividades y tareas comunitarias 
solidarias, en general, las acciones específicas exigidas para cada programa." La redacción no resulta clara y no sé si eso lo 
resuelve el artículo 8% del proyecto sustitutivo. Digo esto porque los ancianos que estén en una situación de indigencia pueden 
cumplir también una omisión comunitaria, y eso no surge, por lo menos, del artículo 5* del proyecto viejo. ¿Y los hombres? No sé si 
ello está en la nueva redacción, pero reitero que no está claro en la redacción anterior. 


Cuando se dice: "en general, las acciones específicas exigidas para cada programa", me pregunto cuáles son esas acciones 
específicas exigidas para cada programa. Esas son las dudas que tengo con respecto al artículo 5* viejo. 


Continúo, a fin de que las dudas queden registradas en la versión taquigráfica, que todos podrán leer y después podremos hacer 
otras reuniones para responderlas. Todo esto es para ayudar a una mejor comprensión del tema y dar mayor transparencia al 
sistema, lo que me parece importante, así como para colaborar con la propia señora Ministra y con el éxito del Plan. 


Paso al artículo 6” del proyecto original —-que creo que equivale al artículo 3% del sustitutivo- relativo al Programa de Ingreso 
Ciudadano. No cuestiono la redacción, pero creo que escuché que la señora Ministra dijo que iban a estar contempladas las 
personas con HIV, es decir que, de alguna manera, se trataría de los enfermos terminales. Ello no surge con claridad de la 


redacción. Con respecto a las adicciones, la señora Ministra mencionó algo cuando habló del tema de la pasta base, que es un 
gran problema social y que me parece excelente que se trate de resolver. No obstante, reitero, no resulta claro. Una cosa es lo que 
nosotros queremos hacer y otra es lo que dice la ley, y allí es donde me gustaría que se precisara el punto. Es importante para 
todos que se sepa en qué grado estamos. 


La última pregunta que voy a plantear refiere a algo que ya ha mencionado la doctora y el economista Bergara relativo a los 
artículos que hablan de la suspensión del subsidio en caso de no cumplirse lo estipulado. Me parece que en ese caso deben 
tomarse en cuenta ciertos elementos objetivos. 


Por ejemplo, si a un anciano le digo que tiene que llevar adelante acciones que quizás no puede cumplir, lo estoy dejando fuera del 
programa. Por eso considero que tenemos que ser lo suficientemente claros a la hora de elaborar las normas, porque es muy 
importante saber cuáles son los derechos que tiene la gente, para no correr el riesgo de que determinadas personas puedan 
quedar fuera del Plan por no haber cumplido una misión comunitaria para la cual quizá no tienen capacidad. Esto puede ser una 
condicionante al Plan, y aclaro que no estoy diciendo que ello se deba a una mala gestión llevada adelante por la señora Ministra, 
por el Ministerio de Desarrollo Social o por el Plan. Digo esto porque si en el día de mañana un jerarca de menor entidad del 
departamento de Salto impone a una persona una tarea comunitaria que realmente no puede llevar a cabo, ya sea por 
discapacidad, falta de fuerza o por no estar bien alimentada, podemos caer en un círculo vicioso. 


Entonces, le tengo miedo a ese tipo de artículos, no ya a la aplicación de las consideraciones generales por parte del Ministerio, 
sino a la práctica; esto es, cuando se le exija a una persona que quizá no tenga capacidad. Frente a esta situación, me parece que 
no debemos hablar de excluirla del Plan y, en este sentido, considero clara la voluntad del Ministerio. 


En definitiva, la preocupación que me surge de este proyecto de ley es saber cuándo una persona está en condiciones de cumplir 
una tarea comunitaria para no quedar suspendida del Plan. 


SEÑOR VAILLANT.- Voy a dejar planteadas algunas de mis inquietudes, aunque algunas de ellas tienen relación con los 
organismos de la enseñanza que tienen participación en este Programa. 


En este momento me voy a referir al artículo 10 del proyecto de ley original que establece que el pago de subsidios se suspenderá 
por el incumplimiento injustificado de las contrapartidas a que refiere el artículo 5% o por la selección para participar en programas 
de empleo transitorio. Aquí, con toda franqueza, tengo una duda y simplemente la quiero dejar planteada para que piensen sobre 
ella. Puede ocurrir que una persona haya sido seleccionada o tenido la posibilidad de estar incluida en un programa de empleo 
transitorio —-más allá de cuáles sean las características que éste vaya a tener- y no estar siquiera cerca de solucionar el problema 
de emergencia que el hogar tiene. En algún hogar el empleo transitorio puede ser una herramienta importante y, en otro, no incidir 
para nada y la emergencia seguir existiendo. Me parece que establecer que, en caso de acceder a un empleo transitorio tenga que 
caer el PANES, puede estar en contradicción con los objetivos que se persiguen. Esto es lo que advierto de la lectura del artículo 
10. 


Por otro lado, creo que ello puede significar hasta un desestímulo para que quienes están beneficiados por el PANES accedan a un 
programa de empleo transitorio, pues en ese caso pierden el PANES. 


Aclaro que no estoy dando una opinión contraria al Plan, sino que simplemente estoy planteando una preocupación para reflexionar 
en esta discusión del proyecto de ley. 


SEÑORA MINISTRA.- Voy a comenzar por el principio, porque creo que es lo más fácil de explicar. 


Cuando hablamos del PANES, no lo reducimos al ingreso ciudadano. Vuelvo a explicar que aquí existen siete componentes a los 
que hace mención el artículo 2% del proyecto de ley sustitutivo, redacción que es la que nos gusta más. Ellos son: el Plan 
Alimentario Nacional (PAN), y los Programas de Emergencia Sanitaria, de Ingreso Ciudadano, de Educación en Contextos Críticos, 
de Empleo Transitorio, de Asentamientos Precarios y Pensiones y de Alojamiento a las personas en situación de calle. 


La norma establece —y está bien que así sea porque es parte del PANES- que cuando la persona, por sorteo —quiere decir que no 
les va a tocar a todos- acceda a un empleo transitorio —estamos hablando de "Trabajo por Uruguay"- donde tenga un horario que 
cumplir, reciba una remuneración y pueda o no aprender un oficio —ello dependerá de las características de la persona- lo que 
caerá será el ingreso ciudadano, es decir, el monto de dinero que se le otorga todos los meses. 


Eso es lo que cae; no cae el plan alimentario, la atención de salud, lo relativo a la vivienda, ni la atención escolar, la alfabetización , 
la profesionalización de esa persona o las herramientas para que ingrese al mundo del trabajo. Tampoco cae en ese caso la 
atención bucal o el beneficio de sacar la cédula de identidad o la partida de nacimiento. Sobre esto último, cabe acotar que 
empieza a fines de esta semana la campaña por identidad, tarea que se llevará a cabo en forma conjunta entre la Dirección 
Nacional del Registro Civil y la Dirección Nacional de Identificación Civil. Gran parte de los problemas que tenemos —y que también 
se dan en el Banco de Previsión Social- son los relativos a la documentación, a pesar de lo cual se acepta a la persona que no 
tiene cédula, si bien queda aparte y sabemos que debemos tramitársela. Como dice UNICEF, este es el "derecho a tener derecho". 


Lo único contradictorio de los siete componentes del Programa se da cuando la persona cobra por trabajar en un empleo que, en 
realidad, es de carácter transitorio, porque se inscribe en una política social que tiene el objetivo de insertarla en el ámbito laboral 
porque nunca lo tuvo, porque lo perdió, porque no tiene la disciplina de levantarse de mañana para trabajar y para cumplir un 
horario, o simplemente porque es más digno y se siente mejor trabajando. Cuánta gente nos dijo en estos días que lo que quiere es 
trabajo, que no quiere que le den nada, sino trabajar. Entonces, mientras la persona está cobrando por ese "Trabajo por Uruguay", 
que es transitorio, entonces sí se suspende el Ingreso Ciudadano, que es un componente del Plan, pero sólo ese y no otro. A su 
vez, este ingreso se retoma cuando finalizan esos cuatro meses de trabajo transitorio; no lo pierde por los dos años que dura el 
Plan, sino solamente mientras está cobrando, reitero, el otro beneficio. 


Creo que en este aspecto tenemos un problema de abordaje del tema desde el comienzo, y a nosotros también nos sucede lo 
mismo. Esto no es asistencial, aunque sí tiene componentes de características asistenciales, lo que por otra parte no me preocupa, 


siempre y cuando ellos trabajen para que la persona se pueda parar sobre sus propios pies y ese hogar pueda tomar la vida en las 
manos y creer que se puede y que vale la pena vivir de una manera distinta. 


Entonces, para nosotros es contradictorio. Sobre el tema hay toneladas de papeles escritos que indican distintas posiciones en el 
mundo entero. También hay debate en torno a si la renta básica —que es lo que estamos discutiendo- es un derecho del ser 
humano y, por lo tanto, hay que pagarlo de por vida. Nosotros decimos que siga la discusión de los sociólogos, de los asistentes 
sociales, de los académicos en el mundo entero —donde se realizan cientos de seminarios, cursos y talleres y hay libros escritos 
sobre el tema- pero que en nuestra concepción es una herramienta para sacar a la persona de la emergencia social y no un 
beneficio a continuar de por vida. En consecuencia, desde el punto de vista de la autoestima, del reconocimiento social y del de la 
remuneración, tiene que ser más atractivo el "Trabajo por Uruguay" que el Ingreso Ciudadano y, por lo tanto, desde nuestra 
concepción del Plan, son contradictorios. 


Por otro lado, el señor Senador Heber no me prestó atención cuando dije que estamos trabajando con los Ministerios de Defensa 
Nacional y del Interior, así como con la Caja Policial, a efectos de que nos faciliten la información para llevar a cabo el Plan. En el 
caso del Ministerio del Interior, nos proporcionarán la franja de aquellos funcionarios -con nombre, dirección, núcleo familiar y otros 
datos ya georreferenciados para que no tengamos que estar buscándolos en el mapa- del escalafón ejecutivo que perciben de $ 
5.000 para abajo. Por supuesto que vamos a verificar estos datos y no nos vamos a quedar sólo con lo que el jerarca nos diga, 
porque es algo muy riesgoso. En el caso del Ejército ya las autoridades les han dado permiso —porque no es una orden, ya que 
había dudas en cuanto a si había autorización o no, pero la señora Ministra ha estado de acuerdo- para que se anoten en el Banco 
de Previsión Social y también se los va a visitar. En el caso de retirados y jubilados policiales, estuvimos trabajando con la doctora 
Rodríguez, que está al frente de la Caja Policial, con dos objetivos. 


En primer lugar, intentamos ver en los retirados la misma franja para verificarla y, en segundo término, quisiéramos trabajar sobre 
una idea que me quedó de la legislatura anterior, que no tiene que ver estrictamente con el Plan, aunque sí está relacionada. 
Recordarán que cuando votamos la reforma de la Caja Policial peleé para que en vez de "viuda" del policía caído en servicio se 
hiciera referencia a "unión de hecho" o cualquier otra situación. En aquel momento, se me prometió que en la Cámara de 
Representantes se iba a modificar, pero nunca se cambió. Esto hace que, desde el punto de vista de la retribución, cuando un o 
una policía ejecutiva cae en servicio y no tiene papeles, su pareja no cobra y la familia queda en la indigencia. Por lo tanto, ese es 
un artículo que hay que modificar en la Caja Policial. En aquel momento lo peleé y perdí, pero ahora tenemos los votos y espero 
que se apruebe porque es una discriminación. Por un lado, desde el momento en que dice "viuda", si la que muere es "la policía", 
su pareja o sus hijos no reciben retribución; por otra parte, si no tienen libreta, aunque hayan vivido veinte años juntos y tengan 
hijos y nietos, no cobran. Siempre digo al Ministerio de Economía y Finanzas que esto, a la larga, le sale más caro, porque tenemos 
que hacer más planes de emergencia en lugar de resolver las situaciones actuales. 


En ese sentido, estamos trabajando con Bienestar Social del Ministerio del Interior y hoy estuvieron las asistentes sociales 
vinculadas al Ministerio de Defensa Nacional. Hemos hecho una experiencia muy importante, porque los mismos soldados que 
trasladan a los estudiantes a hacer las verificaciones viven en las mismas o peores condiciones que aquellos que son visitados por 
dichos estudiantes. Acá no se trata de gente que tenga HIV, sino de que todos somos compatriotas. El que está en emergencia lo 
está, de cualquier dependencia que sea. Lo puse como ejemplo hoy y por eso digo que el señor Senador Heber no me escuchó. Al 
policía o a la policía no le voy a pedir una contrapartida desde el punto de vista laboral porque tiene trabajo, pero sí lo voy a vincular 
con los otros componentes del Plan, que tienen que ver con la atención de salud que reciben, con los chiquilines y, en muchos 
casos, con la escolaridad propia, con la capacitación propia de ese policía o soldado. 


Una de las cosas que la Ministra de Defensa Nacional ha señalado permanentemente y que ahora se modificó porque era ilegal, es 
que el ingreso y egreso de la tropa son altísimos. Hay una gran movilidad. Hace pocos días que se cambió en la práctica, porque la 
ley era justa. Se entraba por nombramiento del jefe del Batallón a tal lado y duraban poco porque es un trabajo muy duro y mal 
pago. Es decir, es una salida laboral transitoria, para decirlo de alguna forma. Entonces, la calificación en ese aspecto también es 
parte de la contrapartida. 


No se puede atrapar todo en la ley. El Plan de Emergencia no puede convertirse en una ley, porque me restringe desde el punto de 
vista de que hay una serie de situaciones que si la ley no las contempla no las podemos resolver. Creo que lo que se planteaba en 
cuanto a dar a la Asamblea General la potestad de hacer determinada cosa frente al incumplimiento o a no estar de acuerdo, es 
decir, la capacidad de crítica real, es importante. Pero la ley tiene que ser general y resulta que las situaciones personales son 
individuales. 


Con respecto al hogar, definimos "hogar" como la olla. Eso se lo explicamos a la gente en general para que quede más claro. ¿Qué 
queremos decir? Es un presupuesto, que puede abarcar a las familias extendidas como dice el INE, en casos en que la gente vive 
junta para tener una sola olla y no porque le vino el amor familiar y todos se quieren amontonar; puede tratarse de una persona 
sola o puede ser un presupuesto común —los datos estadísticos así lo indican- donde se presenta la mayor cantidad de mujeres 
desocupadas jefas de hogar con familias extendidas. 


Esa es la norma. Por ese motivo decimos que la franja de pobreza extrema y de indigencia tiene cara de niño y de mujer. Las 
últimas cifras indican —independientemente de lo que sabemos con respecto a las situaciones que van a ser contempladas, porque 
son compatriotas, sin importar su edad- que la tercera edad es mínima en números absolutos y relativos. Es más; muchas veces es 
el jubilado o jubilada que mantiene al resto de la familia, porque es el único integrante que tiene un ingreso, aunque sea muy malo, 
pero es permanente. 


También hay que verlo desde otro ángulo. La gente mayor ayuda a la menor a llenar el formulario del Banco de Previsión Social, 
porque los niveles de capacidad de la gente joven para contestar algunas preguntas es mucho menor que los de las personas 
mayores. 


En la ley no se pueden incluir las múltiples situaciones con las que nos vamos a encontrar o, mejor dicho, que ya estamos 
encontrando, como por ejemplo gente que debe terminar primaria. La contrapartida, la contraprestación o el compromiso mutuo — 
como lo denominamos- del otro protagonista, esto es, del que recibe el ingreso ciudadano, seguramente va a ser que termine la 
escuela, porque a qué mundo del trabajo va a ir si no terminó primaria. En ciertos casos, el otro protagonista deberá terminar 
secundaria o, en algunos otros, volcar aportes diferentes. Por ejemplo, el otro día fuimos a visitar la planta de FUNSA, porque el 


Síndico nos prestó los escritorios que estamos utilizando en el trabajo y allí pudimos constatar que está concurriendo la gente 
jubilada de esa empresa a enseñar el oficio de los neumáticos a los jóvenes, por tratarse de personas no calificadas. Entonces, 
apelaron al jubilado de FUNSA para que vuelque sus conocimientos —algunos no están en condiciones de trabajar, pero otros sí- a 
esa gente más joven. Cabe acotar que ahora se firmó un convenio con Venezuela para venderle neumáticos -pues se abre su 
producción, ya que ahora funciona solamente la de guantes de goma- pero insisto en que se encontraron con que no tienen gente 
calificada para esa tarea. También me hacían comentarios en ese sentido en la automotriz Metal Mecánica. Es más; sobre la 
empresa Nordex hemos debatido y durante muchos años hemos visto que sale adelante, que cae, que surge. Un dato de la 
realidad es que ciertas profesiones y oficios ya no existen, porque la gente que sabía ya no está, envejeció o se fue del país. En 
algunos casos vamos a ver cómo se va a proceder, de modo que el compromiso sea aprender una tarea, un oficio, una profesión, 
un estudio que tenga inserción en el mundo del trabajo del Uruguay. A propósito, voy a hacer un comentario, que no es un chiste 
sino una verdad. La Facultad de Ciencias ha hecho una investigación sobre la cópula del tucu tucu. Parecería que en el Uruguay 
son otras las cosas que debe aprender la gente. 


SEÑORA PERCOVICH.- Deseo hacer tres consultas concretas. 


En el artículo 6” del proyecto sustitutivo, se dice: "Las prestaciones se otorgarán a los hogares cuyos ingresos por todo concepto al 
mes de marzo de 2005,". Quizás la expresión "por todo concepto" dé lugar a confusiones, porque puede estar excluyendo, cuando 
justamente no queremos contar las asignaciones familiares, ni las pensiones por discapacidad. Hago la consulta a las abogadas - 
pues estuvieron en su redacción- porque esa expresión me ofrece alguna duda e, insisto, es excluyente justamente del espíritu de 
lo planteado por la señora Ministra. 


La segunda pregunta, que tiene que ver con otra preocupación del señor Senador Heber, es cómo se controlan las contrapartidas. 
En el artículo 8* -siempre estoy hablando del texto sustitutivo- cuando se habla de los requisitos indispensables y se establece en 
general un ejemplo de cuáles serían las contrapartidas diciendo que la participación en actividades y en general las acciones 
específicas exigidas para cada programa —justamente, para no entrar en la casuística de lo que pueden ser contrapartidas que en 
cada programa se establezcan ya que, además, aquí se hace referencia a todos los programas- yo agregaría "de acuerdo a las 
evaluaciones que los distintos organismos del Estado involucrados realicen". Así, se supone que el servicio social, los funcionarios 
del Ministerio de Salud Pública, la gente del CODICEN encargada de las escuelas, etcétera, harán un seguimiento del 
cumplimiento de esas contrapartidas. Entonces, haría ese agregado para, simplemente, certificar que se va a controlar, que se van 
a ejecutar las acciones específicas exigidas para cada programa, repito, de acuerdo con las evaluaciones que los distintos 
organismos del Estado involucrados realicen. 


Por último, y en lo relacionado con la sugerencia planteada por la señora Senadora Xavier, agregaría un artículo 12 que dijera que 
el Ministerio de Desarrollo Social presentará un informe anual de la aplicación del programa -no sé si del ingreso ciudadano 
específico o del PANES en general- al Poder Legislativo —y no creo que a la Asamblea General, porque tendríamos que crear otra 
Comisión específica- en tanto se mantenga su aplicación, y que ingrese a la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión. 


SEÑORA MINISTRA.- En realidad, hay que hablar de informe semestral, porque son dos años. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más preguntas, agradecemos la presencia de la señora Ministra y asesores, y del 
Subsecretario de Economía y Finanzas. 


Adelantamos a los integrantes de la Comisión, que la Mesa se pondrá en contacto con todos sus miembros a los efectos de 
coordinar la próxima sesión. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 55 minutos) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


